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El Cortijo es un barrio ubicado en la localidad de Engativá, noroccidente de Bogotá D.C, 
poblado en su gran mayoría por familias de clase media, de estrato 3, que debido a las 
dificultades que encuentran al momento de adquirir vivienda propia, se convierte en una 
necesidad acudir al sistema financiero para poder obtener los recursos necesarios para 
conseguirla, y es por esto que algunas personas, entre los años 1995-1997 solicitaron créditos 
hipotecarios a los bancos, mediante un contrato de compraventa de inmueble con garantía 
hipotecaria. 
 
En el mencionado contrato, el sector financiero por intermedio del banco determinado, abusa de 
su posición dominante en esta relación jurídica, estableciendo condiciones y disposiciones de 
manera unilateral desfavorables para la persona que pide el crédito hipotecario. Es así como nos 
encontramos con el problema socio-jurídico, el cual es la transgresión de la autonomía de la 
voluntad por la existencia de cláusulas abusivas en los créditos hipotecarios que afecta a los 
prestatarios. 
El objeto de la investigación es la protección a los deudores hipotecarios, y para lograr esto, se 
formula una pregunta desde la cual se aporta una de las posibles soluciones al problema, ¿La 
aplicación del principio de favorabilidad en el derecho del consumo, frente a las cláusulas 
abusivas que vulneran el principio de la autonomía privada de la voluntad, permitirá la 
protección de los deudores hipotecarios de la ciudad de Bogotá D.C.; localidad Engativá; barrio 
El Cortijo en el periodo 1995-1997.? La respuesta a este interrogante tiene como objetivo general 
elaborar la orientación metodológica para la adaptabilidad de las normas del derecho del 
consumo con base en el principio de favorabilidad para la protección de los deudores 
hipotecarios, la adaptabilidad de la normatividad del derecho del consumo a los contratos de 
créditos hipotecarios, no sólo es pertinente sino que es necesaria para tratar de equilibrar las 
relaciones asimétricas existentes entre la entidad financiera y el deudor hipotecario. 
Esta investigación es mixta, pues tiene un enfoque paradigmático cualitativo y cuantitativo, en 
cuanto al cuantitativo es preciso aclarar que el método pertinente es el hermenéutico dialectico, 
consistente en la interpretación de contratos protocolizados en escrituras públicas (créditos 
hipotecarios) y sus contradicciones con la interpretación de normas que protegen al consumidor. 
Ahora, en cuanto al enfoque cuantitativo se usaron técnicas de recolección de datos como la 
entrevista y el análisis de contratos. La entrevista se utilizó para validar los resultados teóricos y 
prácticos con un experto de Derecho Comercial que es docente, asesor y tratadista pues tiene la 
función de evaluar a partir del conocimiento del experto el principio de favorabilidad en el 
derecho del consumo para proteger al deudor hipotecario, y el análisis de los contratos para 
recolectar datos referentes a las cláusulas abusivas que se presentan en los créditos hipotecarios. 
 
El tipo de investigación a utilizar es exploratorio, descriptivo y correlacional. Es exploratorio en 
lo concerniente al principio de favorabilidad en el derecho del consumo aplicado a los contratos 
de créditos hipotecarios, es descriptiva porque se identifican y evalúan las cláusulas abusivas 
contenidas en los contratos de créditos hipotecarios de deudores hipotecarios Barrio El Cortijo, 
Bogotá D.C. y correlacional en cuanto a que: pretende responder a preguntas como estas: ¿al 
aplicar a los deudores hipotecarios las normas más favorables en el derecho del consumo? ¿Se 
controlaran las cláusulas abusivas que se presenten en el contrato para evitar una vulneración al 
principio de la autonomía de la voluntad privada? Y ¿se protegerá con este principio de 
favorabilidad al deudor hipotecario? Es por esto que mide el grado de relación que existe entre el 
principio de favorabilidad en el consumo y la protección al deudor hipotecario, entre las 
cláusulas abusivas y la autonomía privada de la voluntad. 
 
Para el desarrollo de la aplicación del principio de favorabilidad en el derecho del consumo 
como herramienta de protección de los deudores hipotecarios, se utilizaron como fuentes 
primarias la entrevista a un experto en la materia para la validación de los resultados, así como  
se analizaron contratos jurídicos de créditos hipotecarios para identificar las cláusulas abusivas 
de los mismos. 
 
Como fuentes secundarias, se tuvo apoyo en teóricos del derecho del consumo y en particular de 
cláusulas abusivas en el contrato de crédito hipotecario (compraventa de inmueble y mutuo 
comercial con garantía hipotecaria), así como también en tesis, monografías y artículos 
relacionados con las cláusulas abusivas en los créditos hipotecarios y su regulación por el 
derecho del consumo.   
 En lo referente a las fuentes terciarias, hablamos de que varios teóricos estudiados en esta 
investigación citaron a otros teóricos y doctrinantes para basar sus análisis en el derecho del 
consumo y la protección al consumidor de las cláusulas abusivas.  
 
El análisis de textos jurídicos como las escrituras públicas donde están protocolizados los 
contratos de créditos hipotecario más la entrevista al experto fueron las técnicas de recolección 
de datos llevadas a cabo para fundamentar la aplicación del principio de favorabilidad en el 
derecho del consumo a fin de darle protección al deudor hipotecario. 
 
La aproximación a una vivienda digna tal cual lo dispone la constitución política y proteger el 
derecho de las familias colombianas a tener unas condiciones justas y equitativas en los contratos 
que suscriben para adquirir la vivienda, para poder obtener un lugar estable donde vivir, un lugar 
donde asentarse como grupo familiar, donde se puedan criar a los hijos para que ellos se 
desarrollen como personas en un ambiente sano, disfrutando la tranquilidad y la prosperidad que 
produce tener un inmueble propio donde residir, es el gran valor social que lleva inmersa esta 
investigación. 
 
Con respecto al valor jurídico, se intenta contribuir a que la comunidad jurídica (jueces y 
magistrados; litigantes, doctrinantes y funcionarios públicos; docentes y estudiantes) observen 
que, en el crédito hipotecario en Colombia no sólo se debe aplicar la normatividad general de los 
contratos y obligaciones, como es por excelencia el Código Civil al abordar la hipoteca como 
contrato y las normas procesales en el proceso ejecutivo hipotecario, sino que también es deber 
observar la relación jurídico-sustancial de los créditos hipotecarios desde la normatividad del 
consumo. 
 
Por último, una descripción  muy breve del contenido y temática de cada una de las secciones de 
la presente investigación. 
En el primer capítulo se contextualiza la protección del deudor hipotecario y el derecho del 
consumo, a nivel global, regional y nacional, se hace un extenso análisis legal del 
comportamiento del objeto jurídico de investigación en Colombia, se establece todo lo 
relacionado con la investigación propiamente, identificación del problema de investigación, 
propuesta de solución al problema de investigación, objetivos y la importancia de la misma. 
 
En el segundo capítulo se conceptualiza el principio de favorabilidad en el derecho del consumo 
como herramienta para la protección del deudor hipotecario, así como se establecen los 
presupuestos metodológicos para el cumplimiento de los objetivos de la investigación, se analiza 
el problema y la novedad investigativa que se introduce desde la hipótesis, y se argumenta la 
validez de dicha novedad. 
 
En el tercer capítulo teniendo en cuenta la triangulación metodológica entre el ordenamiento 
vigente, la novedad investigativa y el problema de investigación, se elabora la orientación 
metodológica para la protección de los deudores hipotecarios frente a las cláusulas abusivas y se 






1. PROTECCIÓN DEL DEUDOR HIPOTECARIO Y EL DERECHO DEL 
CONSUMO. 
1.1. La protección del deudor hipotecario en Europa. 
 
Para proteger a los deudores de créditos a titulo hipotecario la legislación española vio la 
necesidad que se tenía de establecer normas que promovieran la competencia de las entidades 
financieras y en ello la protección a su  clientela así que en defensa de este interés se crearon las 
normas de transparencia y protección a la clientela. Cuyo principal objetivo es la comprensión 
clara, transparente sin alguna duda ni ambigüedad en los términos o condiciones de los contratos 
para el cliente. 
  
García-cruces (citado por Sequeira, 2008) piensa que “se entiende que el derecho de información 
al cliente es la forma más importante de protección de sus intereses”, logrando a su vez garantizar 
la libertad contractual, pues no puede olvidarse que una mejor información facilita la 
comparación entre ofertas de distintas entidades, promoviendo en última instancia la competencia 
entre las mismas. 
 
Por último, la finalidad de las normas de transparencia y protección a la clientela es proteger los 
legítimos intereses de los clientes, estableciendo un conjunto de obligaciones especificas 
aplicables a las relaciones contractuales entre unos y otros, exigiendo la comunicación de las 
condiciones básicas de las operaciones y regulando determinados aspectos de su publicidad, 
normas de actuación e información (Sequeira, 2008). 
 
Mientras en Francia se encuentra la denominada Ley Neiertz de 1989,  la cual faculta por vía 
ejecutiva a través de las comisiones de sobre endeudamiento de los particulares, la imposición de 
condiciones de negociación entre entidades bancarias y particulares.  
 
De igual forma con la ley nº 710/2003 se desarrollo una segunda oportunidad para los hogares 
franceses, esta ley contra el endeudamiento de los hogares tiene la opción de quiebra personal 
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otorga unos procedimientos de recuperación personal y se utiliza en casos extremos, y que en 
resumidas cuentas prevería la condonación judicial de las deudas de personas físicas mediante la 
liquidación del patrimonio. 
  
En Inglaterra, por su parte, se regula la dación en pago, esto es, la posibilidad de que el 
hipotecado se libere de su deuda entregando el inmueble en cuestión.  
 
En Alemania y Portugal, Se contempla un proceso de negociación que puede conducir a la 
condonación parcial de la deuda, cuando se trate de “deudores de buena fe” (Observatori, DESC, 
2009)  
 
1.2. La protección del deudor hipotecario en Suramérica  
 
En la legislación Venezolana establecieron la siguiente protección a los deudores de créditos 
hipotecarios mediante una ley: 
 
“La presente Ley tiene por objeto establecer un conjunto de normas basadas en el derecho a la 
vivienda digna y a la protección de ésta como contingencia de la seguridad social, establecidos en 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, así como en la Ley Orgánica del 
Sistema de Seguridad Social en lo que atañe a vivienda, a fin de brindar eficaz protección a todas 
las personas que poseen o solicitan un crédito hipotecario para la construcción, autoconstrucción, 
adquisición, ampliación o remodelación de vivienda, Instrumentar la protección del derecho social 
a la vivienda digna, especialmente en el caso de las familias afectadas por modalidades financieras 
que lo pongan en peligro. Todos los créditos hipotecarios destinados a vivienda principal o 
secundaria, otorgados con dineros provenientes de recursos propios de la banca privada o de las 
operadoras financieras y acreedores particulares, no podrán ser objeto de la modalidad financiera 
de la doble indexación o cualquier otra modalidad que pueda conllevar a la pérdida de ésta, por 
falta de capacidad de pago del deudor, atribuible al tipo de modalidad financiera de la doble 
indexación.” (Congreso de la República de Venezuela ley 38.098, 2005)  
 
Por su parte, en  Argentina se protege a los deudores hipotecarios de la siguiente manera: 
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“establézcase el SISTEMA DE REFINANCIACION HIPOTECARIA el que tendría por objeto la 
implementación de los mecanismos de refinanciación previstos en la presente ley y su 
reglamentación. ARTICULO 2º.- MUTUOS ELEGIBLES. A los fines de la presente ley, se 
entenderá como mutuo elegible aquellos mutuos garantizados con derecho real de hipoteca. La 
naturaleza del acreedor no constituye requisito de elegibilidad, resultando incluidos en 
consecuencia, los mutuos celebrados con entidades financieras o acreedores no financieros, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 26 de la presente ley. Igualmente se Creó el FIDEICOMISO 
PARA LA REFINANCIACION HIPOTECARIA, que se regirá por la presente ley y sus 
reglamentación, resultando de aplicación subsidiaria lo dispuesto en le Ley Nº 24.441 y sus 
modificatorias.” (Congreso Argentino ley  25798, 2003) 
 
En país chileno sucede lo siguiente en materia de protección a los deudores hipotecarios: 
 
“Efectuará la renegociación, reprogramación o condonación parcial de los créditos hipotecarios y 
de los saldos relacionados con préstamos para vivienda de que sea titular el Instituto de 
Normalización Previsional, como también de los créditos hipotecarios que conforman la cartera de 
dominio fiscal que administra el Ministerio de Bienes Nacionales en virtud de lo dispuesto en la ley 
Nº 19.229. Asimismo, se le faculta para otorgar a los deudores de las mencionadas instituciones 
una subvención base que asocie el diferencial entre la tasa de interés vigente de sus créditos y la 
Tasa Interna de Retorno Media para Letras Hipotecarias publicada diariamente por la Bolsa de 
Valores de Santiago. Igualmente, establecerá las normas para otorgar beneficios a los deudores de 
los créditos a que se refiere el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 19.199.  
 
Considerando criterios tales como la condición socio-económica y de comportamiento de pago. La 
condonación será total respecto de los deudores que sean calificados como indigentes y se 
encuentren al día en el pago de sus dividendos, y de aquellos que sólo adeuden los mencionados 
saldos de los préstamos para vivienda.” (Congreso Nacional de Chile ley 20.165, 2007)  
 
 
1.3. El nacimiento y evolución del crédito hipotecario en Colombia. 
 
Para desarrollar el contexto nacional en materia de protección al deudor hipotecario se debe 
primero abordar el contexto histórico de los créditos hipotecarios en Colombia, claro, 




El crédito hipotecario en Colombia, se hace viable a partir del año 1923, una vez creados el 
Banco de la República y la Superintendencia Bancaria a raíz de las recomendaciones de la Misión 
Kemmerer. En los años treinta y cuarenta la principal fuente de crédito para vivienda fue el 
Banco Central Hipotecario. 
 
Debido a que la situación en los años setenta en Colombia era critica económicamente hablando, 
ya que  no había empleo, había un bajo poder adquisitivo además de la poca rotación del dinero y 
la reducción del consumo, en el gobierno de Misael Pastrana se estableció por decreto que se 
manejaría un sistema nuevo para la reactivación de la economía, un sistema de crédito que no 
fuera afectado por las variaciones en el poder adquisitivo, es decir, por las variaciones  de frente a 
la inflación; es así como nace el UPAC (Unidad de Poder Adquisitivo Constante) que pretendía 
proteger la inversión, cubrir la inflación e incentivar el crédito, favoreciendo todo esto al sector 
de la construcción y al financiero, ya que se generaría demanda de créditos para la compra de 
viviendas. (Andrés m. Mora cuartas 2010) 
 
El análisis era apenas lógico puesto que si se dinamizaba el sector de la construcción, disminuiría 
el nivel de desempleo y se generaría mayor poder adquisitivo que produciría una mayor demanda 
de bienes y servicios, siendo los que giraban en torno a la vivienda los más importantes en tanto 
niveles de demanda. 
 
Se creía que el sistema era fácil y seguro dado que las personas pasarían de pagar un arriendo a 
pagar una cuota igual (gracias a un sistema de crédito que estuviera acorde con las fluctuaciones 
de la inflación) o muy cercana al arrendamiento, pero estarían destinando los fondos ya no como 
un gasto sino como una inversión para conseguir su propia vivienda. 
De esta forma, el sistema de crédito hipotecario con base en la UPAC funciono durante muchos 
años ajustándose con la inflación, pero esta situación genero que las personas estuvieran viendo 
crecer sus ingresos en una medida, pero sus deudas en otra superior, volviéndose los créditos, 
mas tarde que temprano, impagables, por situaciones como que se cobra un interés del 15% por 
encima de la inflación mientras que los salarios suben un punto por encima de la inflación, 
entonces el deudor cada vez tenia que pagar una mayor parte de su ingreso y finalmente llega al 
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punto en que para cumplir las obligaciones tiene que tomar decisiones extremas, en detrimento de 
su propia estabilidad económica. 
 
Consecuencia de lo anterior, es decir, que los créditos hipotecarios se volvieran impagables, se 
presentaron demandas al sistema financiero y se entregaron gran parte de las viviendas que 
respaldaban los créditos, en sentencia C-700 del 16 de septiembre de 1999, magistrado ponente 
Dr. José Gregorio Hernández, la Corte Constitucional declaro inexequibles en su totalidad los 
artículos del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (decreto 663 de1999) que estructuraban el 
sistema UPAC. 
 
En el fallo C-700/99 la Corte considero indispensable dar oportunidad para que la Rama 
Legislativa ejerciera su atribución constitucional y estableciera las directrices necesarias para la 
instauración de un sistema para sustituir al UPAC. Ello ocurrió con la Ley 546 de 1999, dicha ley 
creo un sistema de financiación de vivienda atado a la UVR, que sustituyo al sistema UPAC, y 
estableció, entre otras condiciones, créditos con tasa fija de interés durante todo el plazo del 
préstamo, prohibición de capitalizar intereses (conforme a la sentencia de la Corte Constitucional 
C-747/99 del 6 de octubre de 1999, magistrado ponente Dr. Alfredo Beltrán) y la posibilidad de 
prepago en cualquier tiempo (conforme a la sentencia de la Corte Constitucional C-252/98 del 26 
de mayo de 1998, magistrado ponente Dra. Carmenza Isaza). 
 
1.4. La protección del deudor hipotecario en Colombia. 
 
Aquí se debe emplear una metodología interpretativa de análisis de los valores, reglas y 
principios que contemplan una protección a los deudores hipotecarios de tal manera que se 
establezca un orden normativo, jurisprudencial y conceptual de orden jerárquico. Dentro del 
orden normativo encontramos lo referente a la Constitución Política, Tratados y convenios 







1.4.1. Constitución Política de Colombia de 1991 
 
Art. 51: Derecho a la vivienda digna: “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El 
Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de vivienda 
de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas de ejecución de 
estos programas de vivienda.” El fin de la protección de los deudores hipotecarios es la realización 
material de este postulado, pues como se explica más adelante en los pronunciamientos de las 
altas Cortes se puede observar que este derecho ha sido protegido como fundamental en varias 
circunstancias donde se encuentra comprometido en conexidad con otro derecho, como por 
ejemplo el debido proceso o la dignidad humana etc. 
 
Art. 71: “La ley regulará el control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, 
así como la información que debe suministrarse al público en su comercialización. 
Serán responsables, de acuerdo con la ley, quienes en la producción y en la comercialización de bienes y 
servicios, atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y 
usuarios. 
 
El Estado garantizará la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios en el estudio de 
las disposiciones que les conciernen. Para gozar de este derecho las organizaciones deben ser 
representativas y observar procedimientos democráticos internos.” Este artículo es la base constitucional 
de la protección de los consumidores, para esta investigación, es la base de los consumidores financieros, 
particularmente los deudores hipotecarios. 
 
Art. 335: “Las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, 
aprovechamiento e inversión de los recursos de captación a las que se refiere el literal d) del numeral 19 
del artículo 150 son de interés público y sólo pueden ser ejercidas previa autorización del Estado, 
conforme a la ley, la cual regulará la forma de intervención del Gobierno en estas materias y promoverá la 
democratización del crédito.” El estado debe propender por unas políticas, programas y reglas que 
tiendan a controlar, inspeccionar y vigilar correctamente las operaciones hechas por estas 
entidades, particularmente en la política de vivienda pues es esta la que nos compete para el caso 





1.4.2. Normas Internacionales aplicables en Colombia. 
 
Vivienda digna. El artículo 22 Convención Universal de Derechos Humanos contempla: 
“Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, 
mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y 
los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.”  
 
Artículo 3º del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece: 
 
“Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a las mujeres 
igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales enunciados en el 
presente Pacto” 
 
El artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 reconoce el 
Derecho a la Vivienda Digna. 
 
El artículo 11 numeral 1º del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales también reconoce el derecho a la vivienda digna. 
 
En pronunciamientos internacionales se dijo en el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de las Naciones Unidas en su Observación General No. 4: 
  
                        “El derecho a la vivienda no se debe interpretar en un sentido estricto o restrictivo 
que lo equipare, por ejemplo, con el cobijo que resulta del mero hecho de tener un tejado por 
encima de la cabeza o lo considere exclusivamente como una comodidad. Debe considerarse más 
bien como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte. Y así debe ser por lo 
menos por dos razones. En primer lugar, el derecho a la vivienda está vinculado por entero a otros 
derechos humanos y a los principios fundamentales que sirven de premisas al Pacto. Así pues, "la 
dignidad inherente a la persona humana", de la que se dice que se derivan los derechos del Pacto, 
exige que el término "vivienda" se interprete en un sentido que tenga en cuenta otras diversas 
consideraciones, y principalmente que el derecho a la vivienda se debe garantizar a todos, sean 
cuales fueren sus ingresos o su acceso a recursos económicos. En segundo lugar, la referencia que 
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figura en el párrafo 1 del artículo 11 no se debe entender en sentido de vivienda a secas, sino de 
vivienda adecuada. Como han reconocido la Comisión de Asentamientos Humanos y la Estrategia 
Mundial de Vivienda hasta el Año 2000 en su párrafo 5: “el concepto de ‘vivienda 
adecuada’…significa disponer de un lugar donde poderse aislar si se desea, espacio adecuado, 
seguridad adecuada, iluminación y ventilación adecuadas, una infraestructura básica adecuada y 
una situación adecuada en relación con el trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo 
razonable” 
 
Además, en materia de protección al consumidor, la ONU expidió la resolución 32-248 del 9 de 
abril de 1985 en donde llamo la atención a los gobiernos, en especial de los países en vía de 
desarrollo como Colombia, fortalecer la legislación en defensa de los consumidores, 
institucionalizando sus políticas sobre la protección de los consumidores en normas de la mayor 
jerarquía posible. Esta resolución es procedente nombrarla porque de allí se desprende la 
protección del deudor hipotecario y el derecho del consumo que es lo que se propende con esta 
investigación. 
 
1.4.3. Ley 546 de 1999. Marco de vivienda. 
 
Después de exclusión del sistema UPAC del ordenamiento jurídico por parte de la Corte 
Constitucional en 1999. En ese mismo año se creó la ley marco de vivienda Ley 546 de 1999 que 
contempla el sistema de financiación de la vivienda con el sistema UVR, además incluyó alivios 
financieros para que fueran aplicados a los créditos hipotecarios y otros beneficios como la 
reliquidación de crédito hipotecario y su restructuración, entre otras disposiciones.  
 
1.4.4. Ley 1328 de 1999 Estatuto del consumidor financiero. 
 
Mediante esta ley se crean varias instituciones dentro del régimen del consumidor financiero en 
aras de protegerlos, pero a nivel general y no en particular al deudor hipotecario. Igualmente en 




“OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN. El presente régimen tiene por objeto establecer los 
principios y reglas que rigen la protección de los consumidores financieros en las relaciones entre 
estos y las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia, sin perjuicio de 
otras disposiciones que contemplen medidas e instrumentos especiales de protección. 
 
Para los efectos del presente Título, se incluye dentro del concepto de consumidor financiero, toda 
persona que sea consumidor en el sistema financiero, asegurador y del mercado de valores.” 
 
Con esta ley se emprendió en Colombia el régimen en materia de protección al consumidor 
financiero, pues según esta ley, éste régimen sería aplicado al deudor hipotecario, claro, en 
principio, pero ahora veamos porque no es eficaz su aplicación en la relación asimétrica que se 
presenta en este tipo de contratos de créditos hipotecarios. 
 
Esta ley define los contratos de adhesión así: 
 
Contratos de adhesión: Son los contratos elaborados unilateralmente por la entidad vigilada y cuyas 
cláusulas y/o condiciones no pueden ser discutidas libre y previamente por los clientes, limitándose 
estos a expresar su aceptación o a rechazarlos en su integridad.” 
Igualmente esta ley establece principios en beneficio del consumidor financiero, pero todos son 
tendientes a procurar una debida, oportuna y eficiente transparencia e información para el 
consumidor financiero.  En el parágrafo del Art. 4 establece que los principios se aplicaran en las 
relaciones entre el consumidor financiero y las entidades financieras sin perjuicio de las demás 
normas que regulen una materia específica como para el caso que nos interés ¡el crédito 
hipotecario! 
 
También contempla una serie de derecho del consumidor y de obligaciones específicas de las 
entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia. Pero, en particular, no 
contempla derechos para los deudores hipotecarios. Por ejemplo: El Art. 7 literal d obliga a las 
entidades a tener una SAC que es el Sistema de Atención a los Consumidores Financieros. El 
mismo artículo tiene un literal que es relevante para esta investigación en materia de protección a 




e) Abstenerse de incurrir en conductas que conlleven abusos contractuales o de convenir cláusulas 
que puedan afectar el equilibrio del contrato o dar lugar a un abuso de posición dominante 
contractual. 
 
También en el Art. 9 en su parágrafo 2 los obliga a publicar en su página web los modelos de 
contratos, algo que nos ratifica una vez más que dichos contratos son prestablecidos y de 
adhesión que pueden, generalmente lo hacen, contener cláusulas abusivas. Por ello la ley defina 
las cláusulas abusivas y las practicas abusivas de estas entidades así, que aunque no nos sirve de 
mucho para la protección del deudor hipotecario, si es un gran avance en esta materia. 
 
CAPITULO V. 
CLÁUSULAS Y PRÁCTICAS ABUSIVAS. 
ARTÍCULO 11. PROHIBICIÓN DE UTILIZACIÓN DE CLÁUSULAS ABUSIVAS EN CONTRATOS. Se 
prohíbe las cláusulas o estipulaciones contractuales que se incorporen en los contratos de adhesión que: 
 
a) Prevean o impliquen limitación o renuncia al ejercicio de los derechos de los consumidores 
financieros. 
 
b) Inviertan la carga de la prueba en perjuicio del consumidor financiero. 
 
c) Incluyan espacios en blanco, siempre que su diligenciamiento no esté autorizado 
detalladamente en una carta de instrucciones. 
 
d) Cualquiera otra que limite los derechos de los consumidores financieros y deberes de las 
entidades vigiladas derivados del contrato, o exonere, atenúe o limite la responsabilidad de 
dichas entidades, y que puedan ocasionar perjuicios al consumidor financiero. 
 
e) Las demás que establezca de manera previa y general la Superintendencia Financiera de 
Colombia. 
 
PARÁGRAFO. Cualquier estipulación o utilización de cláusulas abusivas en un contrato se 




ARTÍCULO 12. PRÁCTICAS ABUSIVAS. Se consideran prácticas abusivas por parte de las 
entidades vigiladas las siguientes: 
 
a) El condicionamiento al consumidor financiero por parte de la entidad vigilada de que este 
acceda a la adquisición de uno o más productos o servicios que presta directamente o por 
medio de otras instituciones vigiladas a través de su red de oficinas, o realice inversiones o 
similares, para el otorgamiento de otro u otros de sus productos y servicios, y que no son 
necesarias para su natural prestación. 
 
b) El iniciar o renovar un servicio sin solicitud o autorización expresa del consumidor. 
 
 
c) La inversión de la carga de la prueba en caso de fraudes en contra de consumidor financiero. 
 




PARÁGRAFO. Las prácticas abusivas están prohibidas a partir de la entrada en vigencia de la 
presente norma y serán sancionables conforme lo dispone la Superintendencia Financiera de 
Colombia y la ley. 
 
Como se puede observar no se contempla las clausulas abusivas de los créditos hipotecarios, y para su 
aplicación se tornan bastante complicadas, pues el defensor del consumidor financiero creado por esta ley 
no es autónomo ni imparcial como la misma ley lo enuncia. Para observar lo que se afirma sólo basta con 
ver el artículo 18 de la ley donde contempla lo siguiente: 
 
DESIGNACIÓN Y REQUISITOS DE LOS DEFENSORES DEL CONSUMIDOR 
FINANCIERO. Los Defensores del Consumidor Financiero deberán estar inscritos en el Registro 
de Defensores del Consumidor Financiero que será implementado por la Superintendencia 
Financiera de Colombia en la forma que establezca el Gobierno Nacional. Serán designados por 
la Asamblea General de Accionistas de las respectivas entidades vigiladas. Igualmente, antes 
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de ejercer su cargo deberán posesionarse ante la Superintendencia Financiera de Colombia. 
(Negrilla fuera del texto original). 
 
Como puede existir eficacia de la prevención de las cláusulas abusivas desde el punto de vista de 
esta ley cuando el defensor del consumidor financiero, quien es el encargado de velar para que 
no existan estas clausulas abusivas, es elegido por la misma entidad. 
 
1.4.5. Ley 1480 de 2011 Estatuto del Consumidor. 
 
La finalidad de esta ley, conforme a la exposición de motivos de la misma, es actualizar las 
normas de protección al consumo y crear mecanismo más claros y eficaces para proteger, 
promover y garantizar los derechos del consumidor, pues con la apertura económica de 1991 y la 
competencia internacional, pues ya se habla del consumo de bienes y servicios a escala mundial 
fruto del fenómeno de la globalización; entonces las nuevas relaciones del mercado conllevaron 
a actualizar las normas en materia del derecho del consumo. Por ello se actualizó el Decreto 
3466 de 1982 ya que contemplaba disposiciones confusas, no estaba acorde a lo rezado por la 
Carta de 1991 y peor aún, no contemplaba los contratos de adhesión ni mucho menos la claridad 
de cláusulas abusivas. 
 
También en este estatuto se reconoce la inferioridad del consumidor frente al productor o 
proveedor, y el cercenamiento al principio de la autonomía de la voluntad privado por los 
contratos de adhesión. Básicamente se hizo una integración de instituciones y mecanismos en 
esta ley para la defensa del consumidor. 
 
Para abordar el tema de la ley 1480 de 2011, se transcribirá apartes necesarios para explicar su 
importancia en la defensa de los derechos de los deudores hipotecarios. 
 
“ARTÍCULO 2o. OBJETO. Las normas de esta ley regulan los derechos y las obligaciones 
surgidas entre los productores, proveedores y consumidores y la responsabilidad de los productores 




Las normas contenidas en esta ley son aplicables en general a las relaciones de consumo y a la 
responsabilidad de los productores y proveedores frente al consumidor en todos los sectores de la 
economía respecto de los cuales no exista regulación especial, evento en el cual aplicará la 
regulación especial y suplementariamente las normas establecidas en esta Ley.” (Subrayado fuera 
del texto original) 
 
Como los deudores hipotecarios se rigen por una ley especial (régimen del consumidor 
financiero) la ley 1480 de 2011 se aplicará pero supletoriamente.  
 
“ARTÍCULO 3o. DERECHOS Y DEBERES DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS. Se tendrán 
como derechos y deberes generales de los consumidores y usuarios, sin perjuicio de los que les 
reconozcan leyes especiales, los siguientes: 
 
1.3. Derecho a recibir información: Obtener información completa, veraz, transparente, oportuna, 
verificable, comprensible, precisa e idónea respecto de los productos que se ofrezcan o se pongan 
en circulación, así como sobre los riesgos que puedan derivarse de su consumo o utilización, los 
mecanismos de protección de sus derechos y las formas de ejercerlos. 
 
1.5. Derecho a la reclamación: Reclamar directamente ante el productor, proveedor o prestador y 
obtener reparación integral, oportuna y adecuada de todos los daños sufridos, así como tener acceso 
a las autoridades judiciales o administrativas para el mismo propósito, en los términos de la 
presente ley. Las reclamaciones podrán efectuarse personalmente o mediante representante o 
apoderado.” 
 
1.6. Protección contractual: Ser protegido de las cláusulas abusivas en los contratos de adhesión, en 
los términos de la presente ley. (Subrayado fuera del texto original) 
 
Si se observa, este régimen general trae mejores condiciones de protección para los créditos 
hipotecarios que el mismo régimen especial del consumidor financiero (Ley 1328 de 2009) pues 
es enfático al establecer la protección contractual de las clausulas abusivas. 
 
Esta norma también tiene un gran beneficio que no tiene el régimen especial de protección al 
consumidor financiero, el cual es el principio favor debilis y favor debitores que consiste en el 
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principio de favorabilidad en el derecho del consumo, esto es, cualquier duda o vaga 
interpretación se entenderá a favor del consumidor. Pero, como la ley 1328 de 2009 no lo 
contiene aun cuando es la ley que en principio se debe aplicar al consumidor financiero y en 
especial al deudor hipotecario, pues de entrada existe una posición desfavorable para el deudor 
hipotecario entre la ley 1328 de 2009 y la ley 1480 de 2011. Tal principio está en el inciso 3 del 
Art. 4 de la ley 1480 de 2011 y reza lo siguiente: 
 
“Las normas de esta ley deberán interpretarse en la forma más favorable al consumidor. En caso de 
duda se resolverá en favor del consumidor. 
 
ARTÍCULO 34. INTERPRETACIÓN FAVORABLE. Las condiciones generales de los contratos 
serán interpretadas de la manera más favorable al consumidor. En caso de duda, prevalecerán las 
cláusulas más favorables al consumidor sobre aquellas que no lo sean.” 
 
También esta ley trae algo importantísimo que no se le aplica a los deudores hipotecarios puesto 
que estos tienen un régimen especial de protección y consiste en la obligación a los proveedores 
y productores de informar de manera clara y detallada los gastos adicionales a los productos 
como los seguros etc. Pues sería fabuloso aplicar esta disposición a los créditos hipotecarios, ya 
que generalmente se cargan los costos para el deudor hipotecario en el levantamiento del 
gravamen o en seguros obligatorios de vida etc.:  
 
“ARTÍCULO 26. INFORMACIÓN PÚBLICA DE PRECIOS. El proveedor está obligado a 
informar al consumidor en pesos colombianos el precio de venta al público, incluidos todos los 
impuestos y costos adicionales de los productos. El precio debe informarse visualmente y el 
consumidor solo estará obligado a pagar el precio anunciado. Las diferentes formas que aseguren la 
información visual del precio y la posibilidad de que en algunos sectores se indique el precio en 
moneda diferente a pesos colombianos, serán determinadas por la Superintendencia de Industria y 
Comercio. 
 
Los costos adicionales al precio, generados por estudio de crédito, seguros, transporte o cualquier 
otra erogación a cargo del consumidor, deberá ser informada adecuadamente, especificando el 
motivo y el valor de los mismos. En el evento de que aparezcan dos (2) o más precios, que existan 
tachaduras o enmendaduras, el consumidor sólo estará obligado al pago del precio más bajo de los 
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que aparezcan indicados, sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar de conformidad con la 
presente ley. 
 
Cuando el producto esté sujeto a control directo de precios por parte del Gobierno Nacional, el 
fijado por este será el precio máximo al consumidor y deberá ser informado por el productor en el 
cuerpo mismo del producto, sin perjuicio del menor valor que el proveedor pueda establecer.” 
(Subrayado fuera del texto original) 
 
También tiene una disposición, entre muchas, muy importante en lo concerniente a la hipoteca 
abierta y sin límite de cuantía que se usa en muchos casos para atar al deudor hipotecario a 
futuras obligaciones con la misma entidad bancaria pero dejando la misma garantía para 
productos diferentes al crédito hipotecario, amarrando así otros servicios que fácilmente le puede 
otorgar el banco posteriormente a la celebración del contrato de mutuo con garantía hipotecaria 
(crédito hipotecario) pues ya tiene la garantía del inmueble sin límite de cuantía, este punto 
también lo regula la ley 1480 de 2011 y no lo regula la ley 1328 de 2009, pues el régimen 
general del consumo establece lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 36. PROHIBICIÓN DE VENTAS ATADAS. Sin perjuicio de las demás normas sobre 
la materia, para efectos de la presente ley no se podrá condicionar la adquisición de un producto a 
la adquisición de otros. Tampoco se podrá, condicionar el recibo de un incentivo o premio a la 
aceptación de un término contractual.” (Subrayado fuera del texto original) 
 
Por su parte, el régimen general del consumo trae más clausulas abusivas y mucha más 
protección que le serviría mejor al deudor hipotecario en vez de la ley 1328 de 2009, pues al 
tener expresa: 
 
“ARTÍCULO 43. CLÁUSULAS ABUSIVAS INEFICACES DE PLENO DERECHO. Son ineficaces 
de pleno derecho las cláusulas que: 
 
1. Limiten la responsabilidad del productor o proveedor de las obligaciones que por ley les 
corresponden; 
 




3. Inviertan la carga de la prueba en perjuicio del consumidor; 
 
4. Trasladen al consumidor o un tercero que no sea parte del contrato la responsabilidad del 
productor o proveedor; 
 
5. Establezcan que el productor o proveedor no reintegre lo pagado si no se ejecuta en todo o en 
parte el objeto contratado; 
 
6. Vinculen al consumidor al contrato, aun cuando el productor o proveedor no cumpla sus 
obligaciones; 
 
7. Concedan al productor o proveedor la facultad de determinar unilateralmente si el objeto y la 
ejecución del contrato se ajusta a lo estipulado en el mismo; 
 
8. Impidan al consumidor resolver el contrato en caso que resulte procedente excepcionar el 
incumplimiento del productor o proveedor, salvo en el caso del arrendamiento financiero; 
 
9. Presuman cualquier manifestación de voluntad del consumidor, cuando de esta se deriven 
erogaciones u obligaciones a su cargo; 
 
10. Incluyan el pago de intereses no autorizados legalmente, sin perjuicio de la eventual 
responsabilidad penal. 
 
11. Para la terminación del contrato impongan al consumidor mayores requisitos a los solicitados 
al momento de la celebración del mismo, o que impongan mayores cargas a las legalmente 
establecidas cuando estas existan; 
 
12. Obliguen al consumidor a acudir a la justicia arbitral. 
 
13. Restrinjan o eliminen la facultad del usuario del bien para hacer efectivas directamente ante el 
productor y/o proveedor las garantías a que hace referencia la presente ley, en los contratos de 




14. Cláusulas de renovación automática que impidan al consumidor dar por terminado el contrato 
en cualquier momento o que imponga sanciones por la terminación anticipada, a excepción de 
lo contemplado en el artículo 41 de la presente ley.” (Subrayado fuera del texto original) 
 
Una pequeña acotación para el régimen especial de protección del consumidor financiero y el 
régimen general del consumo es que ambos regímenes contemplan como efectos de las clausulas 
abusivas la ineficacia de pleno derecho o clausulas como no escritas, esto es, la inexistencia de 
dicha cláusula.   
 
1.4.6. Proyecto de ley en materia de protección al deudor hipotecario del año 2007 
 
González Villa (2007) En este proyecto de ley, se busca intervenir y llegar a proteger al deudor 
hipotecario de vivienda. Se pretende darle al deudor hipotecario algunas soluciones y garantías, si 
bien es cierto que las deudores  hipotecario podrán conocer el contenido de los contratos, monto 
de tasas de interés con la incorporación y forma de suspensión del pago de las cuotas,, si el 
deudor hipotecario llegase a perder su empleo, se le fijaría un plazo máximo de seis meses, a 
partir  de la notificación al acreedor, como así lo indica en el artículo 14 de este proyecto de ley; 
pero en sí, no se garantiza a los deudores de créditos a titulo hipotecario la forma de pactar un 
contrato acorde y equilibrado con los sistemas financieros, ya que se sigue acatando el contrato 
de crédito conforme lo quieren hacer los bancos y si bien se intenta estandarizar los montos de 
mora por atrasos en las cuotas, no se llega a una completa solución del problema de las cláusulas 
abusivas en los créditos hipotecarios y al contrario, se ve la soberanía total del sistema bancario y 
la clara desigualdad del consumidor  ya que, no obstante se proponen sistemas para proteger al 
deudor hipotecario, se debe anotar que no se está haciendo nada para que no pierdan su vivienda, 
porque muchas veces no les queda otra solución que dar su vivienda en una dación de pago.  
 
1.4.7. Decreto 2330 de 1998  
 
El Gobierno Nacional declaró el Estado de Emergencia Económica y Social, con el propósito de 
procurar la estabilidad del sistema financiero y conservar la confianza de los ahorradores y 




1.4.8. Decreto 2331 del 16 de noviembre de 1998. 
 
Determinó en su artículo 16 que ‘Los gastos en que incurran las entidades financieras por 
concepto de la cobranza de cartera de créditos hipotecarios e individuales para vivienda, en la 
cual no medie un proceso judicial, correrán por cuenta de la respectiva institución. En 
consecuencia, los gastos por este concepto no podrán ser trasladados a los deudores por ninguna 
razón. 
 
Entonces no es legal el traslado de los gastos del cobro pre jurídico al deudor hipotecario. 
También contempló este Decreto lo siguiente en relación a los seguros de vida: 
 
“Seguro de Vida. Las entidades vigiladas por la Superintendencia Bancaria que dentro de la 
realización de operaciones autorizadas otorguen créditos a particulares, no están obligadas a exigir 
la contratación de un seguro sobre la vida del deudor donde se ampare, en caso de muerte o 
incapacidad total y permanente, el saldo insoluto de la deuda.”  
 
1.4.9. Decreto 908 de 1999 
 
Este decreto reglamentó la dación en pago por parte del deudor hipotecario fruto de la crisis del 
UPAC de 1998. 
 
1.4.10. Circulares Externas 38 y 39 de 2011 de la Superintendencia Financiera de 
Colombia. 
 
Clausulas abusivas, la Circular Externa 039 de 2011, la Superfinanciera ordenó la eliminación de 
las cláusulas abusivas en los contratos de adhesión y la prohibición de realizar prácticas 
abusivas,  tales como redactar contratos con letras ilegibles y difíciles de leer a simple vista por 




Por otra parte, la Circular Externa No. 038 de 2011, ordena a las entidades del sistema 
financiero; poner a disposición de los consumidores información detallada y por separado, de 
cada uno de los productos y servicios que prestan. Así como las tarifas y las tasas de interés, con 
el fin de que éstos cuenten con los elementos de juicio necesarios para adoptar decisiones 
adecuadas. 
 
De igual forma, en el caso de las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos que celebren 
las entidades vigiladas, se entenderán por no escritas y sin efectos para los consumidores 
financieros. 
 
La Circular Externa 039 establece una obligación para los defensores del consumidor financiero, 
sin excepción alguna, en los siguientes términos: 
 
 “En ejercicio de la función de vocería de que trata el artículo 2.34.2.1.6 del Decreto 2555 
de 2010, los defensores del consumidor financiero deberán revisar los contratos de las 
vigiladas y remitir a la Junta Directiva de la respectiva entidad o al órgano que haga sus 
veces, con copia a esta Superintendencia, un informe detallado de todas las cláusulas y 
prácticas abusivas identificadas, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expedición 
de la presente circular”.( información al consumidor financiero, concepto 2011076084-
002 del 7 de diciembre de 2011). 
 
Así mismo, existen muchos decretos, circulares y conceptos en el tema de los créditos 
hipotecaros, es decir, la estructura del sistema, los recursos, los TES para otorgar los alivios, 
entro muchas más, pero no respecto de la protección en concreto del deudor hipotecario. 
 
1.5. Pronunciamiento de las altas Cortes de Colombia en la protección a los 
deudores hipotecarios. 
 
En tratándose de protección al deudor hipotecario, las altas Cortes de Colombia, se han 
pronunciado en varios subtemas del derecho al debido proceso, dignidad humana, información y 




A parte de las demás sentencias enunciadas en párrafos anteriores de la Corte Constitucional. Y 
antes de observar los subtemas, es imprescindible expresar el contundente mandato de la Corte 
Constitucional en la sentencia T-423 de 2003 donde expresó que en estas relaciones contractuales 
(créditos hipotecarios), cuyo fin es realizar el mandato de la VIVIENDA DIGNA, son objeto de 
la intervención del Estado en grado superlativo. Igualmente es indispensable abarcar el desarrollo 
de la POSICIÓN DOMINANTE o POSICIÓN DE SUPREMACÍA MATERIAL de las entidades 
vigiladas por la Superintendencia Financiera sobre el consumidor financiero, particularmente los 
deudores hipotecarios en la relación jurídica asimétrica de los créditos hipotecarios sin importar, 
como lo dice las sentencias C-134 de 1994, C-955 de 2000 y T-083 de 2003 de la 
Corte Constitucional, si son entidades públicas, mixtas como el Fondo Nacional del Ahorro o 
privadas. 
 
1.5.1. Derecho al debido proceso y a la información de los deudores hipotecarios. 
 
De acuerdo a la ley marco de vivienda (ley 546 de 1999) la cual estableció el sistema especial de 
amortización de créditos de vivienda en UVR. Para la fecha del transición del sistema de 
amortización de UPAC a UVR existían en Colombia muchos créditos hipotecarios otorgados en 
PESOS y no en UPAC y por ministerio de la misma ley se cambiaron las obligaciones 
hipotecaros que estaban respaldadas por el UPAC a UVR pero jamás de dijo lo mismo de los 
créditos que estaban pactados en PESOS por lo que las entidades financieras al re liquidar el 
crédito lo hicieron de manera unilateral e irrespetando el acto propio y en consecuencia el debido 
proceso de los deudores hipotecarios por no dárseles a conocer los procedimientos de manera 
detallada, clara y con el consentimiento del deudor hipotecario para el cambio de los créditos 
hipotecarios otorgados antes de 1999 bajo el sistema de amortización en PESOS a UVR, de ésta 
manera la Corte Constitucional mediante la sentencia T-1085 de 2002 sentó el precedente al decir 
que no se puede avalar el cambio unilateral por parte de la entidad financiera las reglas de juego 
del contrato abusando de su posición dominante, máxime cuando la reliquidación se hace con 
yerros por la misma entidad financiera, pues estos yerros no se le pueden endilgar al deudor 
hipotecario ya que las entidades financieras tienen la capacidad técnica, económica y jurídica 
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para verificar sus créditos y sus correspondientes reliquidaciones. Luego vino la sentencia T-822 
de 2003 que sentó el precedente del deber de informar, respetar el acto propio y no cambiar las 
condiciones unilateralmente del crédito en PESOS a UVR, pues debe respetársele el derecho a la 
publicidad, defensa y confianza legitima al deudor hipotecario para no vulnerar el derecho al 
debido proceso entre otros derechos. 
 
Con base en el anterior precedente, la Corte Constitucional continuó defendiendo los derechos de 
los deudores hipotecarios en el mismo sentido, fruto de dicha protección vinieron las sentencias 
T-083 de 2003 M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-141 de 2003 y T-323 de 2003 y T-346 de 2003 
M.P. Alfredo Beltrán Sierra; T-423 de 2003 M.P. Eduardo Montealegre Lynett; T-544 de 2003 y 
T-546 de 2003 M.P. Manuel José Cepeda Espinoza; T-727 de 2003 M.P. Clara Inés Vargas 
Hernández; T-756 de 2003 y T-959 de 2003 M.P. Rodrigo Escobar Gil; y T-550 de 2003, T-705 
de 2003 y T-987 de 2003 M.P. Álvaro Tafur Galvis.  En donde en una de las anteriores 
sentencias se resume parte del respeto del acto propio por parte de las entidades financieras así: 
 
“Para la Sala es claro que semejante proceder conculca el derecho fundamental al debido proceso pues 
bastó el sólo abuso de la posición dominante en que se haya una entidad financiera para constituir una 
obligación contra el actor, pretender el reconocimiento de intereses moratorios y negar la cancelación de 
la garantía prestada en razón de una obligación diferente. A una persona a la que se le había generado 
certeza sobre la extinción de una obligación y que se hallaba amparada por el principio del respeto al acto 
propio, en este caso emitido por (…) se le sorprendió no sólo con la imputación de un nueva deuda, sino 
con su cobro pre jurídico pese a que no existía título alguno en el que tal obligación constara. 
 
Ese comportamiento restringe el disfrute del derecho a la vivienda digna pues se trata de un derecho que 
merece atención en todas las etapas del proceso que se debe agotar para adquirir vivienda mediante el 
sistema de crédito a largo plazo, mucho más si en un contexto como el nuestro son pocos los que pueden 
acceder a una vivienda sin suscribir créditos hipotecarios que comprometen sus ingresos de muchos años. 
De allí que en los supuestos en los que se vulnere el derecho fundamental al debido proceso y se limite 
ilegítimamente el derecho a la vivienda digna, haya lugar a la protección de aquél indistintamente del 
momento de que se trate, esto es, desde la concesión del crédito, durante el pago de las cuotas periódicas, 
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en la extinción de la obligación y en el levantamiento de las garantías constituidas por el deudor.” (Corte 
Constitucional, 2003) 
 
Consecuentemente, mediante la sentencia T-060 de 2004, T-263 de 2004, T-186 de 2004, T-204 
de 2004 y T-357 de 2004 la Corte tuteló el derecho al debido proceso y del respeto al acto propio 
cuando estableció que las entidades financieras no pueden revocar unilateralmente el alivio que 
creo la ley 546 de 1999 que consiste en un dinero del erario público que mediante títulos de 
deuda pública se destinaron para los créditos hipotecarios para cumplir con el fin de la 
reliquidación de los mismos y se destinaban para los deudores que tenían en el año 1999 al día su 
crédito hipotecario.  
 
Luego vino la sentencia T-793 de 2004 donde se tuteló el derecho al debido proceso del deudor 
hipotecario; en el mismo sentido falló la sentencia T-733 de 2004 donde se tuteló el derecho a la 
vivienda digna en conexidad con el derecho al debido proceso y al derecho de petición, pues las 
entidades deben respetar, según estas sentencias, EL RESPETO AL ACTO PROPIO según el 
cual no es dable ni admisible de quien profiere un acto generador de una situación particular y 
concreta a favor de otro, lo revoque posterior y unilateralmente, sin consultar a la otra persona 
pues resulta cambiando jurídicamente lo pactado inicialmente por las dos partes. La misma Corte 
Constitucional ha establecido las condiciones para poder aplicar el RESPETO POR EL ACTO 
PROPIO al poner los parámetros en las sentencias T-550, T-705 y T-987 de 2003, desarrollados 
en una sentencia de 1999 así: 
a) Una conducta jurídicamente anterior, relevante y eficaz; 
b) El ejercicio de una facultad o de un derecho subjetivo por la misma persona o centros de interés que 
crea la situación litigiosa, debido a la contradicción -atentatorio de la buena fe- existente entre ambas 
conductas; 





Posteriormente, en la sentencia T-186 de 2004 la Corte Constitucional defendió nuevamente el 
respeto por el acto propio pero, esta vez, ante las entidades financieras; luego en la sentencia T-
592 de 2004 se tuteló el derecho a la información, toda vez que no fueron informados de que su 
historia crediticia y financiera sería reportada a las centrales de riesgo, de cuál administradora 
registraría y divulgaría la información, como tampoco el término en que sus datos permanecerían 
en el proceso informático y del contenido de la información. En el mismo sentido se fallo 
mediante las sentencias T-269 de 2006 y T-315 de 2006. 
 
Cabe hacer un acotación al respecto, la Corte Constitucional ha establecido que debe observarse 
el principio de la inmediatez en la acción de tutela para los casos en que ha habido una 
redenominación a UVR del crédito hipotecario pactado en pesos tal como lo dicen las sentencias 
T-313 de 2005, T-1074 de 2006 y T-072 de 2011. 
 
Del mismo modo, es oportuno aclarar que en el año 2005 la Corte Constitucional moduló los 
anteriores pronunciamientos en el sentido de que los créditos hipotecarios pactados en pesos 
antes de 1999, se podían cambiar al sistema UVR por ministerio de la ley, pero con la siguiente 
aclaración: 
 
“si el accionante ha tenido la oportunidad para oponerse a la redenominación y no ha sido diligente en tal 
sentido o si realizada la reliquidación y redenominación del crédito no se pone de presente la existencia de 
un perjuicio derivado de dichas operaciones, no habría lugar para que el juez constitucional ordenara 
retrotraer tales actuaciones como quiera que, en principio, se presumen más favorables para el deudor 
hipotecario, en atención a que la reliquidación y redenominación del crédito son consecuencia de la 
aplicación del alivio contemplado en la Ley 546 de 1999 y del saneamiento del crédito de factores como la 
capitalización de intereses y las tasas de interés atadas a la DTF, entre otros.” (Corte Constitucional, 2008) 
 
En este sentido se falló en las sentencias T-1157 de 2005, T-993 de 2005, T-207 de 2006, T-899 
de 2006 y T-028 de 2008. Igualmente hay que dejar claro que, se debe seguir respetando la línea 
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creada por la Corte Constitucional al respecto, pues se debe continuar con el procedimiento 
establecido en la sentencia T-822 de 2003 y los fallos T-212 de 2005, T-611 de 2005, T-626 de 
2005, T-652 de 2005, T-1092 de 2005, T-1157 de 2005, T-1186 de 2005 y T-1250 de 2005 
relativos al deber de información que tienen la entidades financieras frente a los deudores 
hipotecarios, pues la corte sobre este asunto se expresó: 
 
“Los acreedores financieros tienen el deber de informar a los deudores de créditos hipotecarios, de forma 
oportuna, clara y precisa, cualquier modificación que se pretenda introducir sobre los créditos otorgados, 
para que éstos tengan la oportunidad de ejercer sus derechos ante el eventual cambio; ii) si no se cuenta 
con la aquiescencia del deudor para realizar la modificación, la entidad financiera deberá acudir ante la 
jurisdicción ordinaria para desatar la controversia, sin que le sea dado realizar el cambio de forma 
unilateral; iii) la pretermisión del proceso de información del deudor lesiona los principios de buena fe y 
confianza legítima; y iv) las modificaciones unilaterales sobre las condiciones inicialmente pactadas en un 
crédito hipotecario configuran una manifiesta violación del derecho al debido proceso” (Corte 
Constitucional, 2006) 
 
Luego está misma posición fue ratificada por la Corte Constitucional mediante las sentencias T-
865 de 2010 y T-221 de 2010, es decir, el respeto por el acto propio. 
El Consejo de Estado se pronunció en el mismo sentido: 
 
“El Banco (…) al obrar en la forma en que quedó descrita, vulneró los derechos del actor, ya que 
unilateralmente modificó la reliquidación del crédito pudiendo haber realizado una reliquidación de 
manera convenida entre las partes. (…), simplemente se limitó a imponer dominantemente su decisión, 
alegando su propio error, obligando al accionante a acogerse a la voluntad unilateral de la entidad, no 
teniendo el deudor alternativa distinta que la de aceptar, so pena de verse abocado a los procesos judiciales 
pertinentes, teniendo en cuenta  que la entidad, tenía un mecanismo de defensa inmediato, como es, un 
proceso ejecutivo. Teniendo en cuenta la forma como fue llevado a cabo el procedimiento de reliquidación 
del préstamo del accionante, encuentra esta Sala que le asiste razón para considerar vulnerados los 
derechos constitucionales al debido proceso, a la buena fe y la confianza debida.” (Sección Quinta del 




También, mediante la sentencia del 18 de junio de 2004 Consejero Ponente Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo de la Sección Primera del Consejo de Estado, se dejó claro que la reversión de 
la reliquidación de créditos de vivienda sólo puede hacerse por mutuo acuerdo o en proceso 
judicial (ordinario) y no unilateralmente por el banco haciendo uso de la posición dominante y 
violando el respeto por el acto propio en lo que genera en una auténtica vulneración de la buena 
fe, la confianza legítima y el debido proceso. 
 
La notificación de manera detallada, clara y con el consentimiento del deudor hipotecario de la 
reversión de la reliquidación del crédito hipotecario. Al respecto se pronunció así:  
 
“La Sala considera que le asiste razón al demandante en tanto la institución financiera demandada debió 
comunicarle sobre la reliquidación del crédito, para efectos de poder conocer las nuevas condiciones del 
mismo y exponer su posición al respecto, en caso de estimarlo necesario. Tal obligación se desprende del 
artículo 29 de la Constitución Política, además, para el caso de la reliquidación de créditos hipotecarios, el 
deber de información se encuentra previsto en el artículo 21 de la Ley 546 de 1999. Sólo enterado, el 
deudor está en la posibilidad de adherir o controvertir la operación efectuada unilateralmente por la 
entidad financiera respectiva; por ello, la notificación constituye una garantía primaria de los derechos 
fundamentales al debido proceso y a la defensa. Además, únicamente cuando media la comunicación, el 
deudor puede acudir a los medios judiciales ordinarios existentes para obtener del juez competente la 
revisión de la reliquidación de su crédito y la determinación de la responsabilidad que pueda tener la 
entidad bancaria por una eventual lesión patrimonial”. (Sección Quinta del Consejo de Estado, 2005.) 
 
En el mismo sentido, Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado (2002) expresó “El 
Fondo Nacional del Ahorro (FNA) le era dable, si percibía que existía una indebida forma de 
amortización, conservar para su afiliado el sistema de pesos, pero ajustando la forma de liquidación de 




1.5.2. Derecho a la igualdad por debilidad manifiesta en los deudores hipotecarios y 
principio de solidaridad. 
  
En general sobre la debilidad manifiesta, la Corte Constitucional se ha expresado así: 
 
“Nuestro Estado Social de Derecho, -y en consecuencia las instituciones e instancias que lo componen -, 
debe promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y se adopten medidas en favor de 
las personas marginadas. Es claro que el Estado tiene una obligación irrenunciable de favorecer 
especialmente a las personas que por su condición  económica, física o mental, se encuentren en 
circunstancias  de debilidad manifiesta, tal y como lo consagra el artículo 13 de la Constitución, y 
propender por su integración social, más aún cuando el reconocimiento de la dignidad humana se refuerza 
y se integra al garantizar las condiciones mínimas de subsistencia de las personas”(negrilla fuera del 
texto original). 
 
“de los principios antes anotados se desprende, como consecuencia natural, el hecho de que las entidades 
que omitan el trato especial que están obligadas a dispensar a los disminuidos o psíquicos incurren en un 
acto discriminatorio por omisión del mismo
 
que puede conducir a la violación del derecho fundamental a 
la igualdad” (negrilla fuera del texto original) (Corte Constitucional, 1998) 
 
En personas que padecen el VIH la Corte Constitucional se ha pronunciado en torno al principio 
de solidaridad, dignidad humana y vivienda digna a fin de que el banco observe la condición de 
debilidad manifiesta que tienen las personas que padecen este tipo de enfermedad, pues son 
personas de protección constitucional reforzada, con esta tonalidad se falló en la sentencia T-170 
de 2005. Igualmente en las sentencia T-1165 de 2001, T-646 de 2007 y T-905 de 2007 se tuteló 
el derecho a la vivienda digna de las personas con VIH por verse vulnerado por la no expedición 




También ha sido objeto de protección bajo el principio de solidaridad los deudores hipotecarios 
que están en condición de debilidad manifiesta por tener la situación de estar secuestrados. 
Condición que fue amparada bajo el precedente jurisprudencial de la sentencia T.520 de 2003 y 
reafirmadas por las sentencias T-212 de 2005 y T-676 de 2005 y se contempló en estos casos el 
principio de nadie esta obligado a lo imposible en la sentencia T-1012 de 1999. 
 
Del mismo modo se les dio protección a las personas que se encuentran en condición de 
desplazamiento forzado. Desarrollando tal protección mediante la sentencia T-726 de 2010 en 
donde se apoya de la teoría de la imprevisión. Aquí también aparece como fundamento el 
principio de solidaridad para que mediante las sentencias T-419 de 2004, T358 de 2008 y T-972 
de 2009 se protegieran los derechos de los deudores hipotecarios que estuviesen en condición de 
desplazamiento forzado frente a las entidades financieras. También se estableció mediante la 
sentencia T-312 de 2010 que debían eximírsele los intereses de los créditos hipotecarios hasta 
cuando se normalizara la situación. 
 
1.5.3. Derecho a la vivienda digna. Terminación y archivo del proceso ejecutivo 
hipotecario por operar lo contenido en ley 546 de 1999 y vía de hecho. 
 
La ley 546 de 1999 ordenó hacer la reliquidación del crédito hipotecario para las personas que 
tenían dichos créditos antes de la entrada en vigencia de la ley marco de vivienda, pues si estaban 
al día con sus créditos se les aplicaba el alivio y se les re liquidaba el crédito. Así las cosas, los 
proceso ejecutivos hipotecarios iniciados antes de la ley 546 de 1999 debían obligatoriamente ser 
terminados con la reliquidación y su posterior archivo, pues esto lo ordenó la misma ley, pero 
muchos jueces cometieron el error judicial de incurrir en las vías de hecho y fallar contrario a los 
mandado por la ley 546 de 1999, esto es, que una vez obtenida la reliquidación se debían terminar 
y archivar los procesos ejecutivos hipotecarios. En este sentido la Corte Constitucional falló en 




T-1207 de 2004 M.P. Jaime córdoba Triviño; T-199 de 2005 M.P. Marco Gerardo Monroy 
Cabra; T-217 de 2005 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto; T-258 de 2005 M.P. Jaime Araujo 
Rentería; T-282 de 2005 M.P. Rodrigo Escobar Gil; T-357 de 2005 M.P. Jaime Araujo Rentería; 
T-376 de 2005 M.P. Álvaro Tafur Galvis; T-391 de 2005 M.P. Alfredo Beltrán Sierra; T-472 de 
2005 M.P. Humberto Sierra Porto; T-495 de 2005 M.P. Rodrigo Escobar Gil; T-692 de 2005 
M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-716 de 2005 M.P. Álvaro Tafur Galvis; T-844 de 2005 M.P. 
Rodrigo Escobar Gil; T-896 de 2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño; T-1061 de 2005 M.P. Alfredo 
Beltrán Sierra; T-1074 de 2005 M.P. Jaime Araujo Rentería; T-1127 de 2005 y T-1181 de 2005 
M.P. Clara Inés Vargas Hernández; T-1220 de 2005 M.P. Jaime córdoba Triviño; T-1226 de 
2005 M.P. Jaime Araujo Rentería; T-080 de 2006 M.P. Alfredo Beltrán Sierra; T-144 de 2006 y 
T-146 de 2006 M.P. Jaime córdoba Triviño; T-251 de 2006 M.P. Alfredo Beltrán Sierra; T-258 
de 2006 M.P. Jaime córdoba Triviño; T-333 de 2006 y T-334 de 2006 M.P. Álvaro Tafur Galvis; 
T-363 de 2006 M.P. Jaime Araujo Rentería; T-372 de 2006 M.P. Alfredo Beltrán Sierra; T-390 
de 2006 M.P. Humberto Sierra Porto; T- 449 de 2006 y T-450 de 2006 M.P. Jaime Araujo 
Rentería; T-515 de 2006 M.P. Jaime córdoba Triviño; T-548 de 2006 M.P. Humberto Sierra 
Porto; T-584 de 2006 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra; T-591 de 2006 M.P. Jaime Araujo 
Rentería; T-894A de 2006 M.P. Álvaro Tafur Galvis; T-965 de 2006 M.P. Clara Inés Vargas 
Hernández; T-147 de 2007 M.P. Humberto Sierra Porto; T-186 de 2007 M.P. Álvaro Tafur 
Galvis y SU. 813 de 2007 M.P. Jaime Araujo Rentería.  
 
1.5.4. Dación de pago y deudor hipotecario.   
 
Otra manera de proteger los derechos de los deudores hipotecarios, en desarrollo jurisprudencial, 
es precisamente, la figura de la dación en pago. El decreto 2331 de 1998 y El artículo 1 del 
Decreto 908 de 1999 permite que por cada deudor hipotecario sólo por este y nada más se pueda 
entregar un inmueble en dación en pago de un crédito hipotecario. El aporte jurisprudencial 
consiste en una sentencia de la Sección Cuarta del Consejo de Estado del día 26 de junio de 2008 
Consejero Ponente Héctor Romero Díaz en donde precisó que sólo puede hacer uso de este 
beneficio (dación en pago) el deudor hipotecario y propietario del inmueble sin importar que 
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exista codeudor y este lo haya ofrecido a otra entidad por el mismo beneficio, pues no tiene la 
calidad de tal. 
 
Luego viene un fallo de la Sección Cuarta del Consejo de Estado del día 19 de agosto de 2010 
Consejero Ponente Hugo Fernando Bastidas Bárcenas en donde arguyó lo siguiente en este tema: 
La entidad que vigila, inspecciona y controla a la entidades financieras, calidad que ostenta la 
Superintendencia Financiera de Colombia, tiene la potestad administrativa sancionadora de 
imponer multas a las entidades vigiladas que no reciban en dación en pago los inmuebles que 
ofrecen los deudores hipotecarios, pues incumplen el Decreto 908 de 1998 dando lugar a una 
imposición por parte de la Superfinanciera a la entidad que incumpla tal beneficio que se le 
otorgó a los deudores hipotecarios. Igualmente aclaró que la procedencia de la dación en pago  
depende del valor comercial del inmueble y del valor de la obligación. También se dijo que la 
dación en pago es facultativa para el deudor hipotecario pero obligatorio para el banco y que los 
costos del avalúo comercial del inmueble corren por parte de la entidad bancaria. 
 
Los costos que impliquen en el tramite de la dación en pago están a cargo de la entidad bancaria y 
al recibir la oferta el banco por ser esta obligatoria para el mismo no la puede rechazar, ni 
tampoco puede exigir pagos adicionales por ningún concepto, esto fue lo que determinó la 
sentencia de la Sección Cuarta del Consejo de Estado del día 24 de marzo de 2011 Consejera 
Ponente Martha Teresa Briceño de Valencia. 
 
Es importante aclarar que, la sentencia C-136 de 1999 de la Corte Constitucional, revisó la 
constitucionalidad del decreto legislativo 2331 de 1998 y declaro la exequibilidad condicionada 
del mismo en el entendido de que dicha oferta hecha por el deudor hipotecario a la entidad 




1.5.5. Sistema especial de amortización del crédito para vivienda a largo plazo. 
 
Es igualmente necesario explicar el régimen de transición del sistema UPAC a el sistema UVR 
para financiar la vivienda a largo plazo, pues la Corte Constitucional también jugo un papel 
importante y progresivo en la protección del deudor hipotecario. 
  
Es necesario abordar el tema desde la creación del UPAC con los Decretos 677, 678, 1229 y 1269 
de 1972 por el gobierno de Misael Pastrana Borrero. Tal medida fue tomada porque se 
contemplaba que en las economías donde existen fenómenos inflacionarios altos, los créditos a 
largo plazo, como los hipotecarios, se veían afectados por la perdida de poder adquisitivo del 
dinero. Entonces para dar solución a ello, se fijó que el valor del UPAC debía ajustarse al índice 
de la inflación, esto es, se reconocería un interés igual a la inflación, de esta manera se 
garantizaría que el dinero, tanto del que prestó el crédito hipotecario como del que tiene la cuenta 
de ahorros, mantuviera su capacidad de compra. Al principio del sistema UPAC se facilitaba su 
pago porque correspondía al ingreso familiar que igualmente se ajustaba al índice de la inflación. 
 
Sin embargo, a lo largo de la vigencia del sistema UPAC, este crecía con el IPC. Sumándole este 
incremento a una reforma hecha al Estatuto Orgánico del Sistema Financiero EOSF mediante los 
Decretos 1730 de 1991 y 663 de 1993  en los cuales el sistema UPAC empezó a cambiar con la 
tasa DTF la cual se mide de acuerdo al comportamiento del sistema financiero. Por supuesto, en 
la década de los 90, el DTF empezó a tener valores históricamente altos sobrepasando el IPC. 
Como consecuencia del fenómeno económico de la tasa del DTF, se incrementaron las cuotas de 
los créditos por encima de la capacidad de pago de los deudores hipotecarios. Esto generó la 
crisis del UPAC que terminó en consecuencias deplorables para la economía Colombiana a 
finales de la década de los 90, aunado a la perdida de la vivienda digna de muchos deudores 
hipotecarios y la desconfianza del sector por el incremento desmesurado de las  cuotas para 
amortizar el capital e intereses del crédito hipotecario. 
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Esta breve reseña sirve indudablemente para exponer la intervención de la Corte Constitucional 
en la protección de los derechos hipotecarios, pues mediante la sentencia C-383 de 1999 M.P. 
Alfredo Beltrán Sierra, la Corte C. consideró que la metodología para el calculo del UPAC con 
base en el DTF, por ser esta ultima el reflejo de los movimientos de las tasas de interés de la 
economía, podía ser más elevada que el IPC, lo que tornaba los créditos hipotecarios impagables 
por el deudor hipotecario, por eso excluyó del ordenamiento por inconstitucional el artículo 16, 
literal f) de la Ley 31 de 1992, y determinó que la tasa del DTF no podía ser vinculada para el 
cálculo de la UPAC. 
 
En el mismo año, la sentencia C-700 de 1999 M.P. José Gregorio Hernández de la Corte 
Constitucional, excluyó en su totalidad del ordenamiento por inconstitucional el Art. 134 del 
EOSF introducido por el Decreto 663 de 1993, en donde tenia su fundamento el sistema UPAC, 
esto quiere decir que declaró inexequible el sistema UPAC por considerarlo inconstitucional 
porque el decreto mencionado no tenía ley marco, violando así las disposiciones de la Carta de 
19991.   
 
Posteriormente, pero en el mismo año, la Corte Constitucional en la sentencia C-747 de 1999 
M.P. Alfredo Beltrán Sierra, determinó la inexequibilidad por inconstitucional del Art. 121 del 
Decreto 663 de 1993 así como la expresión “que contemple la capitalización de intereses” pues 
esto atenta contra el orden justo y el derecho a la vivienda digna del deudor hipotecario, pues 
nunca ve la disminución del capital del crédito sino siempre se aporta es a los interese puesto que 
estos se capitalizan y esto, a la luz de la constitución de 1991 es inconstitucional. 
 
Ahora, como corolario se deduce de las sentencias anteriores que: los créditos de vivienda no se 
ajustar con el sistema UPAC, ni tampoco puede haber capitalización de intereses en los mismos 
créditos, ni mucho menos se puede ajustar el crédito a la tasa DTF por ser una tasa que dista del 




También cabe aclarar, que en mismo año (1999) el Consejo de Estado declaró la nulidad del Art. 
1 de la resolución No. 18 de 1995 que hacía referencia a que la corrección monetaria se fijara de 
acuerdo al DTF y no al IPC. 
 
Así las cosas, con el UPAC declarado inexequible, el legislador tramitó la ley 546 de 1999 
creando un nuevo sistema denominado UVR. Tal sistema no puede ser una tasa de interés 
compleja ni mucho menos contener el DTF, ni tampoco se pueden capitalizar los intereses. La 
Corte Constitucional analizó la constitucionalidad de dicha ley marco en la sentencia   C-995 de 
2000 y allí expresó que la tasa de interés remuneratorio ajustada a los créditos hipotecarios debe 
ser inferior a las demás tasas del mercado. 
 
En la sentencia T-597 de 2006 la Corte C. reiteró que sólo se debe reflejar la inflación en la UVR.  
 
Sobre este mismo asunto, la Corte C. en la sentencia C-995 de 2000 estableció la prohibición del 
cobro de los intereses más la corrección monetaria, pues se estaría cobrando dos veces por el 
mismo fenómeno el cual es la depreciación de la moneda o pérdida del poder adquisitivo del 
dinero prestado para el crédito hipotecario. Entonces el interés que se cobro por las entidades 
financieras no puede reflejar de nuevo como uno de sus componentes el resarcimiento por 
inflación. Entonces sólo es válido el cobro de los intereses remuneratorios. 
 
Luego la sentencia del 12 de octubre de 2001 del Consejo de Estado revisó la constitucionalidad 
y legalidad de la resolución externa No. 14 de 2000 de la Junta Directiva del Banco de la 
República en donde se incluye el procedimiento para determinar los limites a las tasas de interés. 
Esto la tasa máxima que se debe cobrar por intereses remuneratorios de créditos destinados para 
la financiación de la vivienda individual a largo plazo. Esta resolución estableció en 13.1 puntos 
porcentuales nominales anuales, pagaderos mes vencido y adicional a la UVR y la resolución 
externa No. 20 de 2000 de la Junta Directiva del Banco de la República en donde establece el 
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limite máximo de los intereses remuneratorios que se pueden cobrar para la financiación de las 
viviendas de interés social, el cual es 11 puntos porcentuales. 
 
También es oportuno explicar lo que las sentencias en este aspecto (reliquidación del crédito 
hipotecario) han considerado: que las personas que se consideren perjudicadas o amenazadas en 
sus derechos en la reliquidación de la obligación de crédito y la modificación del mismo pueden 
acudir ante los jueces competentes ante la jurisdicción ordinaria, esto lo puntualizó las sentencias 
C-700 de 1999 y C-955 de 2000.   
 
Luego en un análisis que la Sección Tercera del Consejo de Estado Consejero Ponente Ruth 
Stella Correa Palacio del 1 de octubre de 2008 hizo sobre el UVR se ponderó los derechos 
colectivos de los usuarios al consumo de bienes y servicios y la libertad de empresa, precisando 
que el modelo de economía Colombiano tiene un diseño de intervención económica que no 
implica una regulación detallada del mismo y que debe existir un límite razonado entre los 
derechos constitucionales de la parte vulnerable de la relación del consumo que tiene una 
protección reforzada, y los derechos a la libre competencia que se determinan por las leyes del 
mercado.  
 
1.6. Análisis de política pública en relación a la protección de los deudores 
hipotecarios. 
 
Para analizar la política pública referente a la materia, vamos a utilizar el método de evaluación 
por modelo descriptivo, en el cual vamos a definir la política, definir sus funciones  y hacer la 
confrontación con la realidad haber si los resultados fueron los esperados por el programa o no, y 
si dichos resultados dan solución a nuestro problema socio-jurídico de investigación, utilizando 
indicadores de pertinencia  como la oportunidad, la inclusión, la equidad y la calidad, estos 
indicadores son la herramientas adecuadas que nos permiten evaluar los objetivos de la política 




La política pública a analizar es “PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR FINANCIERO, 
POLÍTICA Y SERVICIOS” de la superintendencia financiera de Colombia. (Concepto 
2008017789-001 del 29 de abril de 2008) 
 
En síntesis lo que esta política busca es la protección al consumidor financiero, la política está 
enfocada, entre otros, a velar porque las supervisadas ofrezcan y garanticen un servicio con 
calidad, proporcionen elementos para lograr relaciones más seguras y equitativas, difundan 
información suficiente y clara sobre sus productos y servicios y los derechos y deberes 
adquiridos, atiendan las quejas con calidad y oportunidad y se identifiquen adecuadamente las 
quejas a efectos de permitir una acción preventiva. Mas que correctiva, basados en una efectiva 
retroalimentación con entidades, defensores del cliente y áreas de supervisión de la 
Superintendencia financiera de Colombia en pro del consumidor financiero. 
 
Dentro de sus funciones y propósitos están los siguientes: 
 
Formulación de políticas encaminadas a la tutela de los derechos de los consumidores 
financieros, 
Acciones relacionadas con la debida atención de los clientes o usuarios, la administración de 
quejas y sistemas de contacto, 
Diseño y desarrollo de programas educativos dirigidos a los consumidores financieros, 
Seguimiento a las campañas publicitarias que adelanten las entidades vigiladas, 
Monitoreo al cumplimiento de las funciones del Defensor del Cliente, como vocero de los 
clientes o usuarios ante la respectiva institución, quien también conoce y resuelve las quejas 




Es claro que el principal resultado que persigue esta política es crear las condiciones adecuadas 
para que el consumidor financiero, llámese prestatario de crédito hipotecario o no, tenga 
herramientas que le permitan estar en igualada de condiciones con el sistema financiero, y de esta 
manera tener la seguridad de que sus derechos (tanto fundamentales como contractuales) serán 
respetados y además protegidos. 
 
Empero, este resultado no se ha conseguido, porque si bien es cierto que a través de los 
propósitos lo que se busca también es educar al consumidor financiero, lo evidenciado en la 
realidad opaca la eficiencia de esta política, pues los índices de quejas por abusos y violaciones a 
derechos por parte de entidades financieras va en ascenso, y además de esto, no se da una 
solución efectiva a las personas que han sido víctimas del sistema, se dedica la política a hacer 
una acción preventiva, pero si esta falla, no hay acompañamiento y no da posibilidades al 
consumidor financiero para resarcir ese daño. 
 
Es decir, este es el programa por el medio del cual, se protege al consumidor de una manera 
limitada, ya que se le informa acerca de la generalidades de los servicios del sistema financiero, 
dentro del cual también se brinda información sobre el crédito de vivienda y su liquidación, pero 
de igual forma, no se fomenta esa inspección, esa prevención como control contractual que es 
necesaria para que no se vulnere la libertad contractual del consumidor. 
 
Según el desempeño de congruencia, esta política y su desarrollo está en sintonía con la 
administración pública en Colombia, al ser un programa de la superintendencia financiera va 
acorde con su misión de preservar la confianza pública y la estabilidad del sistema financiero, así 
como de velar por la observancia de los derechos de los consumidores financieros y la debida 
prestación de los servicios, pero hay una disparidad con la ley, en este caso  la ley 1328 de 2009 
Por la cual se dictan normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras 
disposiciones” ya que el defensor del cliente es elegido por los accionistas de la entidad bancaria, 
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mientras que estos deberían ser elegidos por la superintendencia financiera con un aval de la 
procuraduría para que no quedara tan desprotegido el usuario ante la entidad bancaria. 
 
En materia de pertinencia, se puede decir: 
 
-Oportunidad: el programa no es tan oportuno para resolver el problema, ya que su campo de 
acción es muy extenso, el consumidor financiero en general, y esto hace que no se entre a 
analizar en detalle cada clase de consumidor financiero, sus quejas, reclamos y problemas, y esto 
hace que sea ineficaz al momento de proteger en nuestro caso, al prestatario de crédito a titulo 
hipotecario. 
 
-Inclusión: en el orden de ideas planteadas en la oportunidad, esta política incluye a todos los 
consumidores financieros, lo que en un principio seria lo correcto, pero para nuestro caso, esta 
inclusión tan general se convierte en un problema, pues no se divide ni se entiende el consumidor 
de la diferentes áreas del sistema financiero, lo que no permite dar solución eficaz a su 
desprotección en ciertos asuntos contractuales. 
 
-Equidad: en esta materia, existe acceso de servicios de la superintendencia financiera para todos 
los consumidores del sistema. 
 
-Calidad: pero en cuanto a la calidad de esos servicios, hay que decir que la metodología no es la 
mejor, pues no se puede quedar este programa en una “acción preventiva” sino que debe ir más 





1.7. Los deudores hipotecarios de la Localidad Engativá; barrio El Cortijo en el 
periodo 1995 – 1997.  
 
En Colombia, debido a la dificultad que la mayoría de la población encuentra al momento de 
adquirir vivienda propia, se convierte en una necesidad acudir al sistema financiero para poder 
obtener los recursos necesarios para conseguirla, y este es precisamente el caso del barrio “El 
Cortijo” en la ciudad de Bogotá D.C., en el cual algunas personas solicitan créditos hipotecarios a 
los bancos, mediante un contrato de compraventa de inmueble con garantía hipotecaria. 
Abusando de su posición dominante, los prestamistas (bancos) establecen condiciones desiguales 
en los contratos, de esta forma se abre el camino para  que se atropellen los derechos a los 
deudores hipotecarios (consumidores financieros) con cláusulas abusivas, generando 
consecuencias jurídicas, sociales y económicas contraproducentes, que desatan consecuencias 
indeseables.  
 
Es decir, el banco, desconoce la autonomía de la voluntad privada y la libertad contractual de las 
personas, ya que dichos contratos se convierten en lo que se denomina “contratos de adhesión”, 
donde termina el banco imponiendo su voluntad ante los prestatarios, de esta manera, 
estableciendo situaciones de inequidad contractual o desequilibrio voluntarista del contrato de 
crédito hipotecario.  
 
Fruto de la recesión económica de 1997 que ocasionó la crisis del UPAC y, la correspondiente 
reliquidación del crédito hipotecario ordenada por la ley 546 de 1999 que creó el UVR, la 
población investigada tuvo varios inconvenientes por cláusulas abusivas contempladas en los 
contratos de compraventa con garantía hipotecaria que fueron protocolizadas a escritura pública. 
Cláusulas abusivas como el cobro de intereses más la corrección monetaria (UPAC) o la sujeción 
a la hipoteca de otros servicios adquiridos por parte del prestamista al banco o la imputación de 
pago a libre albedrio del banco a cualesquiera obligaciones distintas al crédito hipotecario, 
generando una completa desprotección del prestatario del crédito hipotecario. Ocasionándole al 
prestamista la falta de capacidad de pago de dichos créditos y en consecuencia la comparecencia 
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a procesos ejecutivos hipotecarios como demandado y otros perjuicios familiares y personales 
para los prestamistas por la angustia de cumplir con los contratos de adhesión celebrados con el 
Banco. 
 
Además, se evidencia en tales contratos que contemplan la hipoteca abierta sin límite de cuantía, 
ocasionan perjuicios al deudor hipotecario, pues la vivienda digna que se adquirió por un crédito 
determinado en su precio, queda a la merced de la corrección monetaria, intereses, seguros, 
intereses a los seguros en caso de no cumplir con el pago de la prima en la misma fecha del pago 
de la amortización del crédito y, lo que es peor, de otras obligaciones diferentes al crédito que 
existieran o nacieran entre el banco y el deudor hipotecario.  
 
El prestamista mediante los contratos de créditos hipotecarios celebrados con la población a 
investigar otorgó información sobre sus productos de manera muy deficiente. Entonces, una vez 
la persona decide por contratar y obtener el crédito, las tarifas empiezan a aumentar hasta llegar 
al punto impagable por el usuario, esto es, un atraso e incumplimiento fijo, lo que hace 
improbable extinguir su obligación y en la gran mayoría de casos por la poca información dada 
por el banco mencionado. 
 
En efecto, los deudores hipotecarios no preveían las consecuencias jurídicas y económicas que se 
avecinaban en el desarrollo o ejecución del contrato. El prestatario del crédito a titulo hipotecario, 
fruto de las clausulas abusivas existentes en el contrato, puede llegar a perder su vivienda digna. 
 
Con la capitalización de intereses, la mala re liquidación de los créditos, las hipotecas abiertas y 




Basados en los resultados de la encuesta que se aplicó, se dice que la libertad contractual se 
relaciona (según la encuesta) con la capacidad de discutir, de proponer, de acordar (acuerdo entre 
las 2 partes de un contrato) las condiciones, clausulas y demás requisitos de un contrato, y un 
65% de las personas entendieron en este sentido la libertad contractual, libertad que como 
reflejan las diferentes preguntas de la encuesta queda muy limitada a los parámetros de los 
contratos de adhesión prestablecidos por el Banco en los contratos de compraventa con garantía 
hipotecaria (crédito hipotecario). 
 
Esos mismos resultados, permite al grupo entender que la población investigada perteneciente a 
la clases media principalmente son conscientes de una posible existencia de cláusulas abusivas, 
Pero explican que  las necesidades y factores externos a su voluntad como la economía, el 
desempleo o la inestabilidad laboral influyen fuertemente en tomar los contratos de créditos 
hipotecarios. En respuesta a esto, las personas encuestadas son conscientes de que son desiguales 
ante el sistema financiero, en particular las corporaciones de ahorro y vivienda. 
 
Para elaborar metodológicamente la presente investigación desarrollaremos a continuación el 
problema de investigación en no más de un párrafo. 
 
1.8. Problema socio-jurídico a desarrollar. 
 
La transgresión de la autonomía de la voluntad por la existencia de cláusulas abusivas en los 
créditos hipotecarios que afecta a los prestatarios de la ciudad de Bogotá D.C.; localidad 





1.9. Resultados del diagnostico del problema de la Situación Socio-jurídica 
Problemática de la investigación. 
 
Haciendo uso de la técnica de recolección de datos del análisis de textos jurídicos como las 
escrituras públicas donde se encuentran protocolizados los contratos de créditos hipotecarios nos 
encontramos con clausulas abusivas como las siguientes: 
 
La constitución de hipoteca abierta sin límite de cuantía a favor de la entidad financiera: Este 
gravamen contiene la siguiente particularidad, tal cual lo dice la escritura pública así: 
 
“Que el gravamen que el hipotecante otorga por el presente instrumento púbico garantiza el cumplimiento 
de todas las obligaciones que haya adquirido o adquiera en el futuro a favor de (…), hasta por la suma en 
Moneda Legal a que equivalgan según la cotización de la Unidad de Poder Adquisitivo Constante UPAC, 
vigente en la fecha o fechas del pago o pagos de cada una de las respectivas obligaciones garantizadas por 
esta hipoteca, tanto por concepto de capital como de los intereses durante el plazo, los moratorios en caso 
de que hubiere lugar a ellos, liquidables dichos intereses en el plazo o en la mora, según la equivalencia de 
la UPAC, las costas judiciales y cualesquiera otros gastos en que la (…) incurriere por la cobranza. Las 
obligaciones. Las obligaciones de que trata esta cláusula pueden haber sido adquiridas en el pasado o 
pueden serlo en el futuro a favor de la (…), por razón de contratos de mutuo o por cualquier otra causa en 
el que EL HIPOTECANTE quede obligado para con la (…), ya sea obrando exclusivamente en su propio 
nombre, con otra u otras firmas, conjunta o separadamente, ya se trate de préstamos o de créditos de otro 
orden o de cualquier otro género de obligaciones, ya consten o estén incorporados ellos en títulos valores 
o en otros documentos comerciales o civiles, otorgados, girados, avalados, endosados, aceptados, en fin, 
firmados por EL HIPOTECANTE en forma tal que quede obligado ya sea individual o conjuntamente con 
otra u otras persona o entidades y bien se haya otorgado, girado, avalado, garantizado en cualquier otra 
forma, endosado, aceptado o cedido a favor de la (…)  o que los negociare, endosare o cediere en el futuro 
por cualquier concepto, ya se hayan pactado las obligaciones a que se refiere esta estipulación, en forma 
tal que se deban liquidar según la equivalencia de UPAC. El día del pago, o se haya pactado este en 




Como se puede observar, e deudor hipotecario queda plenamente sometido a los demás productos 
y servicios que le ofrezca el Banco, su inmueble está garantizando muchas cosas, además cabe 
recordar que el UPAC ya no hace parte del ordenamiento sino ahora es la UVR,  y todo en esta 
clausula no sólo se pacta el UPAC a la financiación de la vivienda sino también se causa por 
absolutamente todo concepto, algo que puede considerarse como una clausula abusiva que va en 
retroceso de los derechos del consumidor financiero como lo es el deudor hipotecario. Además de 
ello, también se observa cómo el banco establece en esta clausula la obligaciones a cargo del 
deudor hipotecarios de soportar todos los gatos de cobranza y no sólo con eso, a esos gastos los 
liquidan con la equivalencia de la UPAC hoy UVR. Como se explicó en el marco jurídico, está 
plenamente prohibido que los gastos por cobranza de un crédito para vivienda sean asumidos por 
el deudor hipotecario. 
 
Esta cláusula abusiva se reitera en el contrato así: 
 
“Serán de cargo del HIPOTECANTE todos los gastos del cobro judicial o extrajudicial de las deudas a 
favor de la (…), si a ello hubiere lugar, incluyendo lo correspondiente a honorarios de abogado que en 
nombre de la (…)  promueva acción o acciones para obtener el recaudo del crédito, los de otorgamiento de 
esta escritura, los de expedición de la primera copia de la misma con destino a la (…), la cual deberá 
contener la constancia Notarial de prestar mérito ejecutivo para ejercer judicialmente los derechos que 
como acreedora hipotecaria le correspondan y estar debidamente inscrita en la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos de Bogotá,  los del certificado de libertad del inmueble materia de este contrato 
debidamente complementado, es decir, que contenga la inscripción de la presente hipoteca abierta y, los 
de la posterior cancelación del presente gravamen.”     
 
Cuando los gastos de estos rubros deben ser informados al deudor hipotecario previamente a la 
suscripción del contrato, haciendo la aclaración que varios de estos rubros están prohibidos 




Otra cláusula abusiva que se observa en el contrato es la estipulación de la clausula aceleradora 
de capital y de los intereses, pues cómo se cobran intereses sin aclarar cuales son y sin haberse 
causado en caso de ser moratorios, esto esta prohibido como se expreso en el desarrollo 
jurisprudencial y legal de la protección a los deudores hipotecarios. En este sentido se estipuló 
una cláusula abusiva en el contrato del siguiente tenor: 
 
“Que la (…) podrá declarar extinguidos o insubsistentes todos los plazos de las obligaciones a su cargo, y 
por lo tanto exigir de inmediato por los medios legales correspondientes al pago total del capital 
pendiente, de sus intereses y accesorios, sin previo requerimiento judicial” (subrayado fuera de texto) 
 
¿Qué intereses se cobran y a qué accesorios se refiere?, también a renglón seguido se estipula: 
 
“Si deja se pagar en tiempo el debido cualquier cuota de capital, intereses y primas de seguros” 
(subrayado fuera de texto) 
 
De esta manera se enciende las alarmas de una cláusula abusiva, pues sujetan el crédito 
hipotecario a otro servicio, como para el caso investigado fue un seguro de vida que el 
HIPOTECANTE debía sufragar aun cuando no es obligatorio como lo observamos en el análisis 
normativo de la protección al deudor hipotecario. 
En el mismo sentido, también se observó una clausula abusiva al determinar la entidad financiera 
lo siguiente: 
 
“se acelerara o se tomara como insubsistente el plazo, también por incumplimiento del 




No se especifica bien qué obligaciones son, pues pueden ser otras diferentes a las nacidas en el 
contrato y por otros productos o servicios y esto es indiscutiblemente una clausula abusiva.  
 
Otra cláusula abusiva es la imputación indebida del pago al arbitrio de la entidad financiera, pues 
esto va en perjuicio de los derechos del deudor hipotecario a fin de realizar el pago para lo que 
realmente se destina. Esta cláusula se estipuló en el siguiente tenor: 
 
“Que autoriza expresamente a la (…) para imputar cualquier suma de dinero que le llegare a pagar, a 
cualquiera de las obligaciones a su cargo y a favor de la (…); consecuentemente la (…) podrá a su 
exclusiva elección imputar cualquier pago que reciba del HIPOTECANTE a una cualquiera de las 
obligaciones a carga de éste, o varias o a todas (…) 
 
Igualmente, podrá imputar cualquier pago al capital de una o varias de las obligaciones, aunque en ellas 
mismas o en otras, también a su cargo, hubiere intereses devengados y no pagados, sin que ello implique 
que dichos intereses se presuman pagados o condonados. Como consecuencia de lo aquí previsto, no hará 
reclamo alguno a la (…) por la forma en que ésta haya imputado los pagos que le haya efectuado, ya que 
la (…) quedará expresamente facultada para imputarlos en la forma que libremente elija.” 
 
En esta clausula no solo se vulnera los derecho del deudor hipotecario en el sentido de establecer 
en el contrato de adhesión este tipo de imputación al pago al libre albedrio del banco, pues 
piénsese que el deudor hipotecario hace un pago para su crédito hipotecario con la tranquilidad de 
que va a cumplir con la cuota para abonar a capital e intereses y la entidad le imputa el pago es a 
un mutuo comercial diferente al crédito hipotecario, de esta manera lo hace pagar intereses, 
seguros e intereses a los seguros del crédito hipotecario, vulnerando sus derechos como 
consumidor, también se vulnera los derechos del deudor hipotecario al hacerlo renunciar a un 
derecho como es el reclamo por la imputación del pago indebido; algo que también está 
prohibido por las disposiciones del Estatuto del consumidor Ley 1480 de 2011 y no por el 
régimen especial del Consumidor Financiero Ley 1328 de 2009. 
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También se encuentra una clausulas que cobra los intereses más la corrección monetaria, algo que 
está proscrito por la jurisprudencia constitucional en materia de protección a los deudores 
hipotecarios, claro, que, este contrato fue redactado antes de la ley 546 de 1999 y el fallo de su 
constitucionalidad C-995 de 2000 en donde se prohíbe el cobro de intereses por concepto de 
perdida del poder adquisitivo de la moneda y al mismo tiempo la corrección monetaria que sería 
el UPAC hoy UVR. Esto va en contravía del principio de equidad, pagar dos veces la perdida de 
capacidad de la moneda. 
En la técnica de la entrevista obtuvimos la validación del principio de favorabilidad en el derecho 
del consumo como herramienta para la protección de los deudores hipotecarios. 
 
2. ESTADO DEL ARTE. Investigaciones y aportes a la protección de los deudores 
hipotecarios desde el derecho del consumo. 
 
En la protección del deudor hipotecario, visto este desde el derecho del consumo y no desde el 
derecho común, pues la adquisición de vivienda con el sistema financiero está sometida al 
contrato de mutuo comercial y éste a su vez está garantizado por una hipoteca que recae sobre el 
bien inmueble adquirido. La manera de adquirir vivienda de este modo se ha tratado 
indistintamente con el derecho del consumidor (deudor hipotecario) con el derecho común 
(compraventa e hipoteca) pues en el mundo de la investigación, que se hace con el fin de evitar 
las cláusulas abusivas en este tipo de contratos y proteger a los deudores hipotecarios se ha dicho: 
 
Se abarcó el tema desde la transparencia, allí se dijo que a los usuarios se les debe dar un trato 
especial en los contratos de crédito, pero no se determinó el contrato de hipoteca que se celebra 
con el sistema financiero en aras de adquirir una vivienda, pues sólo se animó el autor a explayar 
los créditos en general y dijo que así, es decir por parte de las entidades financieras, se podría 
evitar cláusulas abusivas. (Barrio Delgado, 1998).  
Parecería inusitado hablar de derechos del deudor cuando en un juicio como el hipotecario y el 
ejecutivo se ven encaminados a proteger al acreedor cuando el deudor tiene derechos bien 
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definidos por la ley como lo son A) enajenar el bien gravado B) gravarlo con nueva hipoteca C) 
abandonar la finca perseguida al acreedor hipotecario  D) obtener la reducción de la hipoteca  E) 
obtener el remanente producido por el remate. (Pérez Vives, 1999).  
 
La financiación de la vivienda a largo plazo en Colombia tiene dos sistemas (uno derogado por el 
otro) tales sistemas hechos con el fin de mantener el valor constante de la moneda, esto para no 
perjudicar al acreedor, se llaman UPAC y UVR, pues estos no pueden estar por encima de la 
inflación o IPC que certifique el DANE, pero son creados para conservar el valor real del dinero 
desde que se hace el préstamo o mutuo comercial hasta que se extinga dicha obligación, y una 
afirmación enfática de parte del autor es que no se puede cobrar la corrección monetaria “UPAC 
o UVR” y al mismo tiempo los intereses moratorios o remuneratorios, pues se estaría violando el 
Art. 884 del C.Co. Y Art. 72 de la ley 45 de 1990, se estaría pagando intereses extralimitados, 
configurando una usura y estas prácticas en los contratos de mutuo comercial con garantía 
hipotecaria se consideran lesivas para la vivienda digna y para el derecho del deudor hipotecario 
de adquirir su vivienda. (García Muñoz, 2001). 
 
Luego en aras de proteger al consumidor y más al deudor hipotecario, en Perú se habló de la 
conveniencia de restringir por parte del Estado la Autonomía de la Voluntad Privada en pro de la 
buena fe contractual e igualdad jurídica entre las partes con la finalidad de evitar el abuso en la 
contratación por parte de uno de los contratantes. (Soto Coaguila, 2003)  
 
La constitución Colombiana otorga la facultad al legislador para promover la democratización del 
crédito, pero este imperativo constitucional es más un enunciado que un principio técnico 
constitucional. El banco emisor y la superintendencia bancaria son en la realidad quienes 
establecen los intereses y la democratización del crédito, pues se hace caso omiso a la 
constitución ya que ésta otorga la facultad al legislador para democratizar el crédito entendiendo 
este como la posibilidad de que el pueblo tenga acceso al mismo y ello solo se logra concediendo 




En este orden de ideas se propuso un cierto límite de derechos económicos para que no se abuse 
del usuario de ninguna manera y se rompa la igualdad entre las partes, pero de la misma manera 
no se determinó esta propuesta exclusivamente en el contrato de mutuo comercial con garantía 
hipotecaria, sino en los contratos en general con el sistema financiero. (Rengifo García, 2004)  
 
En el mismo año, se plasmó la necesidad legal de proteger a la parte contratante y se dijo que es 
uno de los puntos básicos de  lo cual centra todos los objetivos  en defensa de los intereses de los 
consumidores existentes entre las partes intervinientes en un negocio jurídico. (García, 2004)  
 
Igualmente, las cláusulas abusivas tomaron un papel preponderante en el derecho del consumo y, 
se determinó que dichas clausulas riñen con el principio in dubio pro consumidor, Este principio 
significa que toda duda en la interpretación se resolverá en contra de quien haya redactado tal 
contrato de adhesión, pues favorece al consumidor. De esta manera se pretende en cierta medida 
equilibrar las posiciones negóciales de las partes. Pues las cláusulas abusivas deben tener una 
regulación especial, pues se busca satisfacer de manera justa y equilibrada las necesidades del 
consumidor, en concreto, se dijo que no hay que mirar la regulación especial como la restricción 
del principio de la autonomía de la voluntad privada, sino una restricción del abuso que opera 
como consecuencia de la diferencia del poder negociar de las partes, entonces se busca proteger 
la autonomía de la voluntad del contratante en posición desventajosa. También el mismo autor 
trae a colación los efectos de las cláusulas abusivas en el derecho comparado: en Argentina se 
tienen como ineficaces, en Venezuela como cláusulas que no producen efectos, en Brasil 
degeneran en nulidades de pleno derecho y, por último, en España y Francia se tienen como 
clausulas no escritas. Pero nuevamente se refiere el autor a todos los contratos del consumidor, 
sin determinar el contrato objeto de esta investigación. (Pérez Bustamante, 2004)  
 
En tratándose de medidas para proteger al consumidor de las cláusulas abusivas, posteriormente, 
se propuso crear acciones de carácter proteccionista que busque compensar la diferencia entre las 
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partes, ya que, producto de la confianza del consumidor es menester tener para ello una tutela 
especial y honrar de esta manera las necesidades del consumidor. Así las cosas, se parte de la 
base de que éste está en debilidad manifiesta frente a la otra parte (empresario u profesional 
organizado). Así, se presenta la debilidad jurídica en la relación contractual entre el consumidor y 
el banco, en esta regulación existe una presunción de ignorancia legitima a favor de la parte débil 
del contrato, pero, el juez mediante sus juicios, es a él y sólo a él la encomendada función de 
establecer si hay o no igualdad contractual siendo así la solución a las cláusulas abusivas una 
medida de carácter jurisdiccional. (Gozaín, 2005) 
 
De igual modo en la protección de los derechos del consumidor en estricto sentido se puede 
concluir que las desigualdades presentadas con los usuarios de créditos hipotecarios, provienen 
de la parte dominante que en este caso son los bancos, en donde puede sustituir la disposiciones 
de derecho privado con arreglo unilateral que contiene apreciable ventajas para dicha parte en 
detrimento de la otra que se ve evidenciado en los deudores de créditos hipotecarios. No cabe 
duda que la protección de la parte débil adherente debe ser prioritaria por parte del estado en 
beneficio de los derechos del consumidor que tienen gran auge en pro de obtener una limitación 
por parte de la posición dominante y atenuar las situaciones de desequilibrio con el fin de  
proteger a los consumidores (Suescum Melo, 2005) 
 
En relación nuevamente a la transparencia del contrato, se planteó la necesidad de explicar de 
manera suficiente los derechos del consumidor a los usuarios del sistema financiero para evitar 
las cláusulas abusivas, como garantía para los mismos. (Rinessi, 2006) 
 
Coetáneamente a lo anterior se dijo: El tema que aquí nos interesa es la existencia de un modelo 
contractual uniforme en donde en cierto sentido facilitaría el conocimiento por parte del 
consumidor del régimen jurídico de su contrato en la búsqueda a la eficacia de los derechos a él 




Los contratos celebrados con el sistema bancario es una manera predispuesta y excluyente de los 
derechos de los consumidores, llamados partes débiles en los contratos, llegando a si a celebrar 
cláusulas abusivas en la cual integran condiciones desfavorables para los usuarios de este 
sistema, he aquí donde se plantean los contratos predispuestos, como un contrato que debe 
desarrollarse por una de las partes con la voluntad de la otra en la cual, los contratos gocen de una 
manera clara, completa y fácilmente legible; para poder salvaguardar la defensa del consumidor, 
determinando las pautas que llegarían a considerase como una extralimitación de condiciones de 
la parte fuerte, ante el contratante con el sistema bancario y no llegase a ser una cláusula abusiva 
contractual, pero si fije y apunte a la faz preventiva de los conflictos de consumo. (Wajntraub, 
2006)  
 
En el mismo año, surge una investigación sobre las cláusulas abusivas en los contratos de 
adquisición de vivienda, pues se dice que estos son de adhesión y que conllevan dichas clausulas 
a la alteración generalmente del precio del inmueble. Serán abusivas las cláusulas que en contra 
de la buena fe, causen en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante de los derechos y 
obligaciones de las partes del contrato, explica las diferentes cláusulas abusivas en el contrato que 
nos interesa en la presenta investigación de la siguiente manera: 1) cláusulas que imponen al 
comprador gastos que son propios del vendedor 2) cláusulas que dejan el cumplimiento del 
contrato al arbitrio del promotor 3) cláusulas que limitan la responsabilidad del vendedor por 
incumplimiento 4) cláusulas abusivas por falta de reciprocidad 5) cláusulas abusivas por imponer 
renuncias a los derechos del comprador 6) cláusulas abusivas por imponer consecuencias 
desproporcionadas en caso de incumplimiento del comprador 7) cláusulas abusivas por imponer 
bienes accesorios o servicios no solicitados y 8) cláusulas novatorias del contrato con 
condiciones generales de la contratación. (Pertíñez Vílchez, 2007)  
 
Posteriormente se habla de un proceso de bancarización y se relaciona con la cláusulas abusivas 
en el sector bancario y particularmente en el contrato de mutuo con garantía hipotecaria, por el 
fuerte crecimiento de los créditos hipotecarios y en las recientes inversiones extranjeras 
concretadas en el sector financiero que tienden a conquistar el importante segmento de nuestra 
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población que aún se mantiene al margen de la contratación bancaria se justifica la preocupación 
por la protección del usuario del servicio financiero dada la particular situación de debilidad en la 
que se encuentran los consumidores financieros, sean estos deudores hipotecarios u otros. 
(Hernández & Esborraz, 2008) 
 
Aparece en este punto nuevamente una acepción sobre las normas de transparencia con el fin de 
proteger al “cliente bancario” de manera tal, que se aborda una serie de fases en el contrato con el 
banco a fin de amparar al cliente bancario, allí si se enuncia en gran medida al prestatario 
hipotecario, pues se habla de una protección al cliente hipotecario en los contratos con garantía 
hipotecaria en tres fases: precontractual, contractual y en la ejecución del mismo. La protección 
con destino al prestatario se pretende hacer de carácter legal. Esto es, que regule dicho contrato el 
legislador de tal forma que no se vea comprometido los intereses del cliente bancario en la 
relación hipotecaria en cualquiera de las fases mencionadas. Además, En el contrato de mutuo 
comercial con garantía hipotecaria, se debe acudir a la formalización escrita donde se refleja de 
forma explícita y clara los compromisos contraídos por las partes y los derechos contraídos por 
los mismos ante cualquier eventualidad. (Sequerira, 2008) 
 
Luego se hace una investigación de la preocupación de las miles de ejecuciones hipotecarias y 
situaciones de sobreendeudamiento por los efectos desastrosos de los contratos de mutuo con 
garantía hipotecaria en que por condiciones económicas y sociales influyentes en el contrato, se 
tarda el pago y sobreviene consecuencias calamitosas para la sociedad. (Olivas Díaz, 2009)  
 
En el mismo año se dijo la importancia de definir unos contornos y metodologías de protección al 
prestatario, presentando una realidad en la cual el consumidor requiere un estatuto de protección, 
con la intervención del legislativo para poder ajustarlo a la realidad económica del país. Aquí ya 
no se recomienda la solución desde una perspectiva jurisdiccional, sino desde una legislativa. 




El desequilibrio causado por el abuso de la libertad contractual da lugar para incurrir en 
conductas que conlleven abusos contractuales y sobre todo a los prestatarios a titulo hipotecario 
que dan lugar a un abuso de posición dominante contractual, como  se ve establecido claramente 
en Colombia por parte del sistema financiero, cuyo sentido es evidente la desprotección a los 
consumidores con las cláusulas abusivas, en efecto causando un desequilibrio importante entre 
los derechos y obligaciones de las partes  que va en detrimento sobre todo en los usuarios 
hipotecarios (Rodríguez Azuero, 2009)  
 
Asimismo se dio una mirada al alrededor para considerar que la protección al consumidor 
financiero sobre endeudado nos da la posibilidad para trazar limites por parte del Estado, para 
evitar la pérdida de su vivienda. (Chávez Ruesta, 2009)  
 
En Colombia, la hipoteca abierta como garantía que ampara de manera general obligaciones que 
no existen ni están determinadas en su cuantía al momento del gravamen, cuando se establecen 
clausulas como cuantía indeterminada o sin límite de cuantía, eventualmente puede ser un abuso 
del acreedor o fraude al derecho de crédito por la persecución, prelación y preferencia que esta 
reviste, pues son cláusulas que se deben someter a las tarifas de la ley como el duplo del importe 
o de la cuantía y si no se sabe, pues se podría considerar como cláusula abusiva. (Linares Vesga, 
2009)  
 
En este hilo investigativo, aparece fruto de una sentencia judicial de España, un estudio sobre las 
cláusulas abusivas en los contratos de mutuo con garantía hipotecaria que se celebra con bancos, 
como P. Ej.: la cláusula en donde se prohíbe subrogar el préstamo hipotecario, es decir no se 
puede enajenar el inmueble hipotecado. Este tipo de cláusulas se entienden como no escritas. 




De la misma manera, en Colombia se atisba preocupación por la protección del consumidor 
bancario. Debe quedar bastante clara la conveniencia de mantener en Colombia un régimen 
disperso o si en cambio se debe preferir optar por un régimen positivo de carácter sistemático 
sobre las cláusulas restrictivas de responsabilidad pública y privada, pero de manera general y no 
especifica en el objeto de esta investigación. (Gual Acosta, 2010) 
 
3. Campo teórico interdisciplinar. Derecho del consumo. 
 
Favorecer a los deudores hipotecarios aplicándoles la norma existente que menos los perjudique. 
Esto se puede lograr entendiendo que el contrato de consumo financiero debe interpretarse no 
solo con la ley general de la materia, sino en armonía con las leyes especiales aplicables a las 
relaciones jurídicas en el consumo. 
 
Este tipo de derecho en la legislación colombiana tiene su fundamento en el estatuto del 
consumidor expedido en el año 2011, el cual es una ley nueva que aun no se ha reglamentado en 
su totalidad, pero lo que es importante resaltar es que ampara el respeto a la dignidad y los 
intereses económicos del consumidor. 
 
Además, la misma ley indica que dichas normas son aplicables en general a las relaciones de 
consumo y a la responsabilidad de los productores y proveedores frente al consumidor en todos 
los sectores de la economía.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, en este punto nos encontramos en el campo del derecho privado, 
que en su más sencilla definición es la rama del derecho que se ocupa preferentemente de las 
relaciones entre particulares, o  las relaciones entre particulares y el estado cuando éste actúa 
como un particular, y dicha relación esta planteada en nombre del particular y su beneficio.  En 
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esta rama del derecho, los sujetos se suponen relacionados en posiciones de igualdad, al menos 
teórica. 
 
Empero, las disposiciones contenidas en la normatividad del derecho del consumo en Colombia 
son de orden público (así mismo lo establece el artículo 4 de la ley 1480 de 2011), y este tipo de 
normas desde su punto de vista clásico se caracterizan por que están interesadas de una manera 
muy inmediata y directa, en la paz y la seguridad de la sociedad, las buenas costumbres,  y en un 
sentido primario de la justicia y la moral. 
 
Este tipo de leyes no pueden ser dejadas sin efecto por acuerdo de las partes en sus contratos, esa 
es la regla general, pero para el caso concreto la ley establece que son válidos los arreglos sobre 
derechos patrimoniales, obtenidos a través de cualquier método alternativo de solución de 
conflictos después de surgida una controversia entre el consumidor y el proveedor y/o productor. 
 
También dentro de las normatividad del consumo se hace valido por disposición imperativa de la 
misma ley que las normas allí establecidas deben interpretarse en la forma más favorable al 
consumidor. En caso de duda se resolverá en favor del consumidor, pero el problema para el 
consumidor financiero que pide un crédito hipotecario es, que de entrada se le está excluyendo 
del Estatuto del Consumidor y ésta interpretación favorable que propone la norma no le cobija, 
debido a que en caso de que exista regulación especial sobre alguna materia de consumo, se 
aplicará la regulación específica y suplementariamente la general. 
 
Entonces, nos encontramos en un campo jurídico compuesto tanto de derecho privado como de 
derecho público, en el sentido en que las relaciones que se presentan son de carácter privado, son 
negocios particulares entre una persona natural y una jurídica (banco-deudor hipotecario), por 
medio de un contrato en donde prevalece un interés exclusivo, pero esta relación debe ser 
intervenida por directrices del derecho público como lo es el derecho del consumo, pues estas 
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normas pretenden preservar el orden público en las relaciones del consumo. Es por ello, que la 
solución al problema de investigación planteado se encuentra en el derecho del consumo, ya que 
en últimas, éste derecho es el llamado a proteger contractualmente a los deudores hipotecarios.  
 
4. Importancia del derecho del consumo en los contratos de créditos hipotecarios. 
 
La adaptabilidad de la normatividad del derecho del consumo a los contratos de créditos 
hipotecarios, no sólo es pertinente sino que es necesario para tratar de equilibrar las relaciones 
asimétricas existentes entre la entidad financiera y el deudor hipotecario, pues por el avance de 
las relaciones comerciales y el crecimiento del sistema financiero y particularmente la política de 
vivienda en Colombia, ya no es dable tratar los créditos hipotecarios solamente con la regulación 
de la teoría general de las obligaciones y contratos, es decir, que los contratos son ley para las 
partes toda vez que hay que considerar la existencia de relaciones de consumo en esta clase de 
contratos. Al existir un régimen especial de protección al consumidor financiero (Ley 1328 de 
2009) y un desarrollo por Actos Administrativos por parte de la Superintendencia Financiera de 
Colombia en las Circulares Externas 038 y 039 de 2011, régimen que no contempla disposiciones 
específicas en materia de créditos hipotecarios y defensa del deudor hipotecario de las cláusulas 
abusivas que se presentan en dichos contratos. Entonces, resulta imprescindible considerar el 
principio de FAVORABILIDAD en el derecho del consumo para poder aplicar las disposiciones 
del régimen general del consumo (Ley 1480 de 2011) en donde contempla condiciones más 
favorables al deudor hipotecario para progresar definitivamente en su protección. 
 
5. Hipótesis de la investigación 
 
¿La aplicación del principio de favorabilidad en el derecho del consumo, frente a las cláusulas 
abusivas que vulneran el principio de la autonomía privada de la voluntad, permitirá la protección 
de los deudores hipotecarios de la ciudad de Bogotá D.C.; localidad Engativá; barrio El Cortijo 




6. Objetivo general de la investigación 
 
Elaborar la orientación metodológica para la adaptabilidad de las normas del derecho del 
consumo con base en el principio de favorabilidad para la protección de los prestatarios de 
créditos hipotecarios domiciliados en la ciudad de Bogotá D.C., Localidad Engativá, barrio El 
Cortijo, durante el periodo 1995-1997. 
 
6.1. Objetivos específicos 
 
Analizar las normas pertinentes del derecho del consumo que atañen a la relación jurídico-
sustancial entre el consumidor financiero (prestatario) y el banco (prestamista). 
 
Evaluar el principio de favorabilidad y su adecuada adaptación al derecho del consumo en la 
relación jurídico-sustancial entre el consumidor financiero (prestatario) y el banco (prestamista) 
para la protección al prestatario en los créditos hipotecarios. 
 
Proponer el método mediante el cual el principio de favorabilidad es aplicable al derecho del 
consumo en la relación jurídico-sustancial entre el consumidor financiero (prestatario) y el banco 






7. Importancia de los resultados. 
7.1. El Impacto social de la protección de los deudores hipotecarios 
 
La aproximación a una vivienda digna tal cual lo dispone la constitución política es el aporte 
social de mayor calibre, y ése es el ideal de que se creen propuestas encaminadas a garantizar y a 
su vez proteger el derecho de las familias colombianas a tener unas condiciones justas y 
equitativas en los contratos que suscriben para adquirir la vivienda. 
 
El tener un lugar estable donde vivir, un lugar donde asentarse como grupo familiar, donde se 
puedan criar a los hijos para que ellos se desarrollen como personas en un ambiente sano y seguro 
es una situación a la cual deben tener acceso todos los sectores de la población, no solo las 
familias con ventajas en sus condiciones económicas deben ser las poseedoras de la tranquilidad 
y la prosperidad que produce tener un inmueble propio donde residir. 
 
El impacto social que, tiene por finalidad favorecer desde lo jurídico a un ciudadano colombiano 
para que pueda dar la batalla en igualdad de condiciones y sin abusos o extralimitaciones en caso 
de que su bien inmueble destinado a ser su vivienda este en peligro, tiene a su vez arraigado un 
componente económico que en gran medida garantiza la tranquilidad de la familia y la 
convivencia armónica entre la sociedad, y es que la conservación del patrimonio y de los recursos 
económicos comunes teniendo en cuenta la capacidad de pago, permiten elaborar adecuada y 
equilibradamente el presupuesto del grupo familiar, porque la vivienda aunque importante, es 
solo uno de los rubros que debe cubrir una persona que tiene a su nombre un crédito hipotecario, 
y debe tener la posibilidad de mantener un flujo de recursos que no se invierta solo en su 
obligación contractual con el banco, sino también que le permita como mínimo cubrir sus 




Así mismo, el derecho funge en este caso como herramienta de cambio social, de manera 
individual o colectiva, lo que da paso a otro tipo de fenómeno que cogería valor con el resultado 
de este trabajo, y es el de la organización, (además por que ya se ha visto ese tipo de reacción 
social en situaciones como la crisis del UPAC en 1998-1999) y esto es la posibilidad  de empezar 
a organizarse como legítimamente lo permite la constitución y el Estatuto del Consumidor en su 
artículo 3 numeral 1.8, en asociaciones de usuarios del crédito hipotecario de vivienda, que se 
reúnen para proteger sus derechos e intereses, elegir a sus representantes, participar y ser oídos 
por quienes cumplan funciones públicas en el estudio de las decisiones legales y administrativas 
que les conciernen, así como a obtener respuesta a sus peticiones , esto quiere decir que se 
pueden constituir en  grupos de presión que socialmente se empiezan a reconocer, se integran en 
principio a través de otras personas con el mismo problema, y como asociación para tener la 
capacidad de utilizar la movilización social como iniciativa de solución al problema y el derecho 
que les asiste como herramienta de defensa de la misma, que acompañado de acciones políticas y 
en general el ejercicio de la participación en las instancias públicas, puede que se hagan  visibles 
y hacer visible su problemática, y de esta forma contrarrestar al sector financiero que lo que le 
importa es defender sus intereses económicos, la protección de su crédito, sus prerrogativas de 
mercado, su posición de dominio frente a los consumidores del crédito; que defiende por ende un 
capital económico y un capital político que le ha otorgado su posición privilegiada dentro del 
estatus quo. 
 
Asimismo, la protección al deudor hipotecario, en las relaciones contractuales con la entidad 
financiera, asienta la confianza del deudor hipotecario, no sólo en la legislación, sino también en 
el sistema financiero. Permitiendo mayor competencia por parte de estas entidades, seguridad y 
confianza para el deudor hipotecario. 
 
7.2. Impacto jurídico de la protección de los deudores hipotecarios. 
 
En el campo jurídico los resultados de esta investigación tienen un gran impacto, pues 
principalmente contribuye a que la comunidad jurídica (jueces y magistrados; litigantes, 
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doctrinantes y funcionarios públicos; docentes y estudiantes) observen que, en el crédito 
hipotecario en Colombia ¡no sólo se debe aplicar la normatividad general de los contratos y 
obligaciones, como es por excelencia el Código Civil al abordar la hipoteca como contrato y las 
normas procesales en el proceso ejecutivo hipotecario, sino que también es deber observar la 
relación jurídico-sustancial de los créditos hipotecarios desde la normatividad del consumo!.  
 
La anterior reflexión está encaminada para que exista un cambio en la comunidad jurídica para 
que ésta le dé plena importancia a las normas sustanciales y procesales del derecho del consumo, 
pues que maravilloso sería observar la aplicación de una disposición de la ley 1480 de 2011 
dentro de un proceso ejecutivo hipotecario. Esto es, que el apoderado de la parte pasiva o 
ejecutado haga valer los derechos de su cliente no sólo con lo rutinariamente acostumbrado; 
como lo son las normas generales de la hipoteca, de la reliquidación del crédito, de los rituales 
procesales, de las obligaciones, entre otras, sino también invoque la nulidad plena o ineficacia de 
una clausula contenida en la escritura pública contentiva de la hipoteca por ser la cláusula abusiva 
o violatoria de los derechos del consumidor. En otras palabras, el valor jurídico que se propende 
es que no sólo se vea al deudor hipotecario como simple deudor de una obligación, sino que 
también se observe como consumidor. 
 
Ahora, en cuanto a las instituciones jurídicas, el valor jurídico de la presente investigación tiene 
mucha relevancia tanto teórica como práctica, en cuanto a la parte teórica: Se busca ajustar las 
relaciones jurídico-sustanciales de los créditos hipotecarios a los postulados de un Estado Social 
de Derecho, generando respeto a un plexo de derechos que tal formula política implica, como el 
derecho a la vivienda digna contemplada en el Art. 51 de la C.N. y también, por qué no, al 
derecho a la igualdad, pues al regular los créditos hipotecarios por el derecho del consumo, se 
está cumpliendo con el postulado del derecho a la igualdad material, es decir, tratar igual a los 
iguales y desigual a los desiguales y proteger a las personas que están en debilidad manifiesta por 
razones económicas, físicas o mentales; el derecho del consumo al proteger la parte más débil 
(consumidor o usuario) de la relación del consumo que se presenta entre consumidor o usuario – 
proveedor o productor está cumpliendo con el principio de la igualdad como deber del estado de 
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proteger por la condición económica de debilidad al consumidor, que para este caso es el deudor 
hipotecario. Aquí yace el valor jurídico de esta investigación, pues lo que se busca es la 
protección eficiente del deudor hipotecario desde las normas del consumo que tienen como fin 
primordial la realización de un orden justo y equitativo en los créditos hipotecarios.  
 
También se dijo que tiene un valor jurídico-práctico. Esta practicidad es precisamente la 
aplicación del principio de favorabilidad en el derecho del consumo que se conoce como favor 
debilis y el favor debitoris, el primero: significa que en caso de duda de la interpretación de una 
cláusula del contrato se entenderá más favorable para el consumidor por ser la parte débil del 
contrato, y la segunda: significa la interpretación de la ley más favorable para el consumidor 
como parte débil de la relación en el consumo, o en su defecto aplicar la ley menos gravosa para 
el consumidor. El valor práctico es, pues, la aplicación de la norma menos gravosa para el deudor 
hipotecario en el derecho del consumo en Colombia, es decir, la aplicación por este principio de 
la ley 1480 de 2011 y no la ley 1328 de 2009, pues la primera es más favorable que la segunda 
aunque, ninguna de las dos regule específicamente la protección del deudor hipotecario.  
 
También tiene un valor jurídico mixto, tanto practico como teórico, ya que se expresara más 
adelante, en el método hermenéutico dialectico de esta investigación, las diferentes cláusulas 
abusivas en particular de los contratos de créditos hipotecarios que aún la legislación Colombiana 









8. EL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD EN EL DERECHO DEL CONSUMO 
COMO HERRAMIENTA PARA LA PROTECCIÓN DEL DEUDOR 
HIPOTECARIO. 
 
8.1. Presupuestos metodológicos  
 
8.1.1. Estrategia metodológica de la investigación 
 
Todos los presupuestos metodológicos para el cumplimiento de los objetivos de la investigación, 
estos son: el enfoque de la investigación, los tipos de investigación a utilizar, los métodos de 
investigación y las fuentes, técnicas e instrumentos de recolección de la información. 
 
8.1.2. Enfoque socio-jurídico de la investigación 
 
Este enfoque estudia el derecho en la vida social, en su práctica social, en el mundo material. Este 
en foque busca reflexionar sobre la eficacia en la sociedad de la norma, es así como se traza una 
línea entre la realidad social y el ordenamiento jurídico. Es precisamente por la esto que esta 
investigación tiene como piedra angular la realidad material de los deudores hipotecarios en el 
ordenamiento jurídico colombiano.  
 
Por eso se plantea un principio del ordenamiento como es el de la favorabilidad y un conjunto de 
disposiciones jurídicas del derecho del consumo para observar su eficacia y uso en la realidad 
social de los deudores hipotecarios de la Localidad Engativá, Barrio El Cortijo de Bogotá D.C. Si 
realmente son funcionales e influyentes las disposiciones jurídicas del derecho del consumo en 
los contratos de mutuo con garantía hipotecaria protocolizados en las correspondientes escrituras 
públicas de compraventa del inmueble que adquirieron para su vivienda.   
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Igualmente, con esta investigación se quiere demostrar la ausencia de regulación y deficiencia 
normatividad en materia de protección al deudor hipotecario. 
 
8.1.3. Tipo de investigación 
 
Aquí se hace referencia al tipo de estudio, que pretende realizarse y, en consecuencia, el tipo de 
conocimiento que se trata de obtener con la investigación.  
 
El tipo de investigación a utilizar es exploratorio, descriptivo y correlacional. Es exploratorio en 
lo concerniente al principio de favorabilidad en el derecho del consumo aplicado a los contratos 
de créditos hipotecarios, es descriptiva porque se identifican y evalúan las cláusulas abusivas 
contenidas en los contratos de créditos hipotecarios de deudores hipotecarios de la Localidad 
Engativá; Barrio El Cortijo de Bogotá D.C. y correlacional en cuanto a que: pretende responder a 
preguntas como estas: ¿al aplicar a los deudores hipotecarios las normas más favorables en el 
derecho del consumo? ¿Se controlaran las cláusulas abusivas que se presenten en el contrato para 
evitar una vulneración al principio de la autonomía de la voluntad privada? Y ¿se protegerá con 
este principio de favorabilidad al deudor hipotecario? Es por esto que mide el grado de relación 
que existe entre el principio de favorabilidad en el consumo y la protección al deudor hipotecario, 
entre las cláusulas abusivas y la autonomía privada de la voluntad. 
 
8.1.4. Método de la investigación 
 
Este corresponde al procedimiento de investigación a utilizar, este debe corresponder al carácter 
del objeto de investigación, requiere de objetividad. Para la presente investigación se usa el 
método cualitativo hermenéutico dialectico toda vez que consiste en interpretar textos y sus 
posibles significados, entonces: el significado que arroje las cláusulas abusivas de los textos 
investigados (escrituras públicas donde están protocolizados los contratos de créditos 
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hipotecarios) y los significados que arrojen las normas del consumo para aplicar el principio de 
favorabilidad. 
 
8.1.5. El enfoque paradigmático jurídico  
 
Esta investigación es mixta, pues tiene un enfoque paradigmático cualitativo y cuantitativo, en 
cuanto al cuantitativo es preciso aclarar que el método pertinente para esta investigación es el 
método hermenéutico dialectico consistente en la interpretación de contratos protocolizados en 
escrituras públicas (créditos hipotecarios) y sus contradicciones con la interpretación de normas 
que protegen al consumidor. Ahora, en cuanto al enfoque cuantitativo se usaron técnicas de 
recolección de datos como la entrevista y el análisis de contratos. La entrevista se utilizó para 
validar los resultados teóricos y prácticos con un experto de Derecho Comercial que es docente, 
asesor y tratadista pues tiene la función de evaluar a partir del conocimiento del experto el 
principio de favorabilidad en el derecho del consumo para proteger al deudor hipotecario, y el 
análisis de los contratos para recolectar datos referentes a las cláusulas abusivas que se presentan 
en los créditos hipotecarios. 
 
El diseño de enfoque es el dominante o principal ya que en el desarrollo de la investigación 
prevalece el enfoque paradigmático cualitativo sobre el método cuantitativo. Es el método 
hermenéutico dialectico que más se utiliza, pues de este método se interpreta las cláusulas 
abusivas que existan en los contratos investigados y su regulación posible en el derecho del 
consumo para dar cavidad al principio de favorabilidad. 
 
8.1.6. Fuentes, técnicas e instrumentos de recolección de la información. 
 
Para el desarrollo de la aplicación del principio de favorabilidad en el derecho del consumo como 




Fuentes primarias se llevó a cabo la entrevista del experto para la validación de los resultados, 
como también se analizaron contratos jurídicos de créditos hipotecarios para identificar las 
clausulas abusivas de los mismos. 
 
Fuentes secundarias esta investigación tuvo apoyo en teóricos en el derecho del consumo y en 
particular de cláusulas abusivas en el contrato de crédito hipotecario (compraventa de inmueble y 
mutuo comercial con garantía hipotecaria), también tuvo sustento en tesis, monografías y 
artículos relacionados con las cláusulas abusivas en los créditos hipotecarios y su regulación por 
el derecho del consumo.   
 
Fuentes terciarias varios teóricos estudiados en esta investigación citaron a otros teóricos par 
basar sus análisis en el derecho del consumo y la protección al consumidor de las clausulas 
abusivas.  
 
Técnicas el análisis de textos jurídicos como las escrituras públicos donde están protocolizados 
los contratos de créditos hipotecarios más la entrevista al experto fueron las técnicas de 
recolección de datos llevadas a cabo para fundamentar la aplicación del principio de 









8.2. MARCO CONCEPTUAL 
 
8.2.1. Análisis conceptual del problema de investigación  
 
En cuanto a la autonomía de la voluntad  es pertinente precisar que la noción de libertad 
individual tiene en el área  del derecho tiene un carácter más restringido y preciso bajo el nombre 
de principio de la autonomía de la voluntad en donde  los individuos son libres de  discutir sobre 
un pie de igualdad las condiciones del contrato y determinar en contenido de su objeto, además es 
indispensable  considerar  la autonomía de la voluntad  en el marco de un determinado sistema  
de relaciones sociales y económicas  dado que que los intereses privados libremente discutidos 
concuerdan con el bienestar público y que del contrato no puede surgir injusticia alguna dado que 
las obligaciones se asumen libremente, así mismo el ejercicio de tal autonomía  de la voluntad 
gira en torno a la libertad de los individuos para contratar, igualmente de discutir las partes en 
completa igualdad las condiciones queridas por ellos sin ninguna ritualidad alguna para la 
manifestación de la voluntad interna de cada contratante, en virtud  de este principio los 
particulares son libres para celebrar los contratos que más convengan a sus intereses, sean o no 
previstos  por la ley. 
 
Esto es, que se puedan pactar cláusulas de acuerdo a las partes sin tener que llegar a una 
regulación arbitraria y autoritaria en donde siempre va existir la posición dominante sobre la 
parte débil y sobre todo en los créditos celebrados con el sistema financiero, para llegar a brindar 
una estabilidad o seguridad a los deudores de créditos hipotecarios e igualdad Entre las partes y 
así asegurar la autonomía de la voluntad privada, precaviendo futuras consecuencias perjudiciales 
para la parte débil en el contrato 
La autonomía de la voluntad la podemos entender actualmente de acuerdo a como se manifiesta 




1. En la existencia de una libertad para contratar o no, siempre que dicha decisión no se convierta 
en un abuso de la posición dominante o en una práctica restrictiva de la competencia,  
2. En el logro o consecución no sólo del interés particular sino también del interés público o 
bienestar común, 
3. En el control a la producción de efectos jurídicos o económicos, con el propósito de evitar el 
abuso de los derechos,  
4. En el papel del juez consistente en velar por la efectiva protección de los derechos de las 
partes, sin atenerse exclusivamente a la intención de los contratantes y, 
5. A la sujeción de la autonomía de la voluntad a los parámetros éticos de la buena fe.  
 
Teniendo en cuenta sus manifestaciones, la autonomía de la voluntad de los deudores 
hipotecarios se ve transgredida por las clausulas abusivas que se pactan dentro del contrato 
debido a la clara ventaja de la posición dominante, estas clausulas son aquéllas que se incluyen en 
los contratos y son contrarias a la buena fe y al justo equilibrio entre los derechos y obligaciones 
de las partes, en perjuicio de una de ellas (parte débil) y que no ha sido negociada 
individualmente entre las dos partes. Una cláusula no negociada es abusiva cuando causa, en 
detrimento de la parte débil, un desequilibrio importante entre los derechos y obligaciones que se 
derivan del contrato.  
 
Consecuencia de esto se constituye un contrato de adhesión, que son los contratos elaborados 
unilateralmente por el banco (parte fuerte dentro del contrato) y cuyas cláusulas o condiciones no 
pueden ser discutidas libre y previamente por los clientes, limitándose estos a expresar su 





8.2.2. Análisis conceptual de la novedad investigativa 
 
El Principio de favorabilidad como elemento del derecho fundamental al debido proceso,  ya que 
se encuentra constituido en nuestra constitución en el artículo 29 y su aplicabilidad no deja duda 
al respecto, la favorabilidad opera en las circunstancias que sea preponderante una ley sobre otra. 
Esto es una ley más favorable que otra, para beneficiar una situación especifica en la que se 
encuentre una persona frente a dicha normatividad. Ya sea por motivos penales, laborales e 
incluso su aplicabilidad en los procesos disciplinarios y administrativos, con la excepción que no 
sea violatorios a la misma carta política, entendiéndose que en el derecho penal se aplicaran las 
leyes más favorables y esta aplicara para el momento de cometer una conducta delictiva, el sujeto 
activo contará con un principio, que le dará la oportunidad de elegir la ley más favorable, para 
poder cumplir con su condena, conocido como el in dubio pro reo. 
 
La favorabilidad también opera en el derecho laboral, en el sentido que siempre se le aplicaran las 
leyes más favorables para el trabajador e incluso en caso de duda, conocido como in dubio pro 
operario. Así, de esta manera, se llega a proteger y brindar una eficaz aplicabilidad con respecto 
al sustento constitucional que lo respalda. 
 
La Corte Constitucional sobre este principio también se ha pronunciado y lo ha definido de 
carácter absoluto. Esto es, no proceden restricciones a su aplicabilidad, como elemento 
fundamental del debido proceso.  
 
Este principio de favorabilidad aplicado al derecho del consumo, consistente en aplicar la ley más 
favorable y menos perjudicial para el consumidor conocido como in dubio pro consumidor, que 
para el objeto de esta investigación, se aplique para los deudores hipotecarios que contratan con 
entidades financieras. De tal manera que, se consiga un equilibrio mediante el cual brinde un 




En búsqueda de garantías y protección de los deudores hipotecarios, es dable la adaptación del 
principio de favorabilidad a fin de buscar en las leyes del consumo un carácter más favorable 
para el consumidor en sus relaciones jurídico-sustanciales, además, el principio de favorabilidad 
se ha venido aplicando en los siguientes aforismos latinos, favor debilitatis y el favor debitoris, 
en caso de duda, y falta de interpretación del contrato será más favorable para el consumidor 
como parte débil del contrato, o en su defecto será menos gravosa para el consumidor la ley que 
se busque explicar, que para el caso de estudio, es el consumidor de créditos hipotecarios. Resulta 
conveniente resaltar  el hecho cierto e innegable de que el principio de favorabilidad debe ser 
objeto de una interpretación adecuada toda vez que, ella no puede  agravar o empeorar la 
situación del deudor hipotecario. 
 
El propósito del principio de favorabilidad en el derecho del consumo es que todos los 
consumidores tengan más condiciones de equidad, necesidad, proporcionalidad y suficientes 
garantías en el desarrollo de su libre actividad del consumo. Esto es, en los contratos de créditos 
hipotecarios. 
 
8.3. Obstáculos para la aplicación del principio de favorabilidad y caminos para 
su aplicación. (Fisura y brecha epistémica) 
 
El principal obstáculo para la aplicación del principio de favorabilidad es indudablemente el 
estricto apego de las normas generales de contratos y obligaciones para regular con sólo esas 
normas los créditos hipotecarios desde un punto de vista jurídico-sustancial, esto supone la 
nugatoria total de la aplicación de las normas del consumo a los créditos hipotecarios y por 
obvias razones la inaplicabilidad del principio de favorabilidad toda vez que ni si quiera se 
aplican las normas del derecho del consumo.  Esta fisura consiste básicamente en la tesis de 
muchos jueces, magistrados, litigantes y docentes de sólo irradiar el mutuo comercial con 
garantía hipotecaria en la adquisición de vienes inmuebles para la vivienda (créditos hipotecarios) 
con las normas del derecho civil y comercial, pues con la sola base de la regulación del mutuo y 
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de la hipoteca. Esta fisura tiene una explicación histórica, el código civil y comercial, 
particularmente el código civil de Colombia tiene poco más de un siglo, lo que quiere decir es 
que cuando se contempló en regular el contrato de hipoteca no existían fenómenos económicos y 
jurídicos como los que se presentan actualmente. Sólo hay que recordar que finalizando el siglo 
XIX (cuando se expidió el código civil de Colombia) no habían relaciones de bienes y servicios 
globalizados, a grande escala, ni si quiera existían las computadoras para pre establecer e 
imprimir los contratos, lo que quiere decir que poco o nada se observaban contratos de adhesión y 
mucho menos clausulas abusivas en los mismos.  
 
Aquella explicación histórica obedece a que aun en los estrados judiciales existen jueces y 
magistrados que poco observan las normas del consumo y, sólo abordan las relaciones jurídico-
sustanciales del crédito hipotecario desde el derecho Civil y Comercial y no del Consumo, 
obviando por supuesto, las clausulas abusivas que puedan llegar a existir. 
 
Otro obstáculo para la verdadera aplicación del principio de favorabilidad es la deficiencia 
normativa en materia de protección al deudor hipotecario en el ordenamiento colombiano. Pues, 
no habiendo regulación concreta y directa de las clausulas abusivas que se presenten en estos 
contratos, mucho menos, no da lugar para desarrollar jurídicamente el principio de favorabilidad 
para el deudor hipotecario de una manera más precisa y eficaz. Así que, toca recurrir a las 
disposiciones existentes hasta ahora (Ley 1328 de 2009, Circulares Externas 038 y 039 de la 
Superintendencia Financiera de Colombia y la Ley 1480 de 2011 básicamente) aun cuando no 
contemplan disposiciones en concreto para la defensa de los derechos del deudor hipotecario. 
 
Los autores que tratan este tema desarrollan las cláusulas abusivas pero a nivel general en todos 
los contratos del sector financiero, otros enuncian el principio de favorabilidad del consumidor en 
todos los contratos del consumo que se presenten en general sin explicar su aplicabilidad  en 
especial a los contratos de créditos hipotecarios. Pues este principio no ha sido abordado para la 




En el lado de los obstáculos para llevar a cabo la novedad investigativa encontramos los 
siguientes autores con sus posturas: 
 
En el momento de la libre elección en el contrato es necesario concertar cláusulas de reajuste de 
sus obligaciones, en el cual sería preciso establecer un equilibrio entre las partes, ya que si este 
equilibrio no se da, el sistema financiero seguiría imponiéndose como parte dominante frente al 
usuario. Es preciso recalcar en cuanto a la autonomía de la voluntad privada que es necesario que 
se pueda convenir cláusulas de reajuste de sus obligaciones, de estas circunstancias nace el hecho 
de que existan clausulas como el mecanismo entre las partes por medio del cual es posible 
garantizar las obligaciones. (Martínez Neira, 1994). 
 
Si se fija en la anterior postura con el autor le da preponderancia a las normas generales del 
derecho de contratos y obligaciones, al establecer que entre las mismas partes deben concertar 
cláusulas de reajuste y mediante este mecanismo se puede evitar la existencia de clausulas 
abusivas, pues acude al principio de la fuerza obligatoria de los contratos, es decir, a que el 
contrato es ley para las partes y al establecer cláusulas de reajuste se estaría actuando en 
contravía de los que se propone en esta investigación como novedad (el principio de 
favorabilidad) pues no se aplican ni siquiera las normas del consumo.  
 
Parecería inusitado hablar de derechos del deudor cuando en un juicio como el hipotecario y el 
ejecutivo se ven encaminados a proteger al acreedor cuando el deudor tiene derechos bien 
definidos por la ley como lo son A) enajenar el bien gravado B) gravarlo con nueva hipoteca C) 
abandonar la finca perseguida al acreedor hipotecario  D) obtener la reducción de la hipoteca  E) 
obtener el remanente producido por el remate. (Pérez Vives, 1999).  
Obsérvese que este autor define los derechos del deudor hipotecario, como mecanismo de 
protección, desde los derechos contenidos en las normas generales de los contratos y obligaciones 
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y no considera en parte alguna la existencia de normas que también se pueden aplicar como lo 
son las normas del derecho del consumo. 
 
Debido a que en Colombia no hay legislación adecuada para regular el equilibrio que debe haber 
entre las partes en los contratos de mutuo a titulo hipotecario celebrados con el sistema 
financiero. Una medida sería la solución legislativa, que consiste en ampliar las normas 
dominantes en los distintos contratos de adhesión, lo cual llevara a la contratación 
imperativamente regulada. Al momento de realizarse una contratación  autoritariamente regulada, 
se apreciaría igualmente el desequilibrio entre las partes contratantes. Y no se llegaría a una 
igualdad en la cual se pueda proteger al prestatario, porque no existe y no controla de manera 
veraz las cláusulas abusivas.  (Suescún Melo, 2003). 
 
Este autor no contempla normatividad alguna del derecho del consumo, es entendible por la fecha 
de publicación del libro, pues la ley 1328 de 2009 y la ley 1480 de 2011 por obvias razones son 
medidas legislativas para proteger a los consumidores en los contratos de adhesión que no 
conocía el autor pues fueron promulgadas posteriormente a la publicación de su libro. Además,  
aunque ya existe la medida legislativa, esta se queda corta en protección a los deudores 
hipotecarios, así que el problema ya no es la existencia de las medidas legislativas, sino ya 
existiendo ¿cómo podemos aplicarlas para proteger particularmente al deudor hipotecario?     
 
Además una contratación imperativamente regulada, con una confianza para el usuario. Esto para 
que haya libre elección del usuario y equidad entre las partes, con seguridad legislativa adecuada 
previa a la suscripción del contrato, para así evitar la vulneración de la autonomía de la voluntad 
privada (Medina Vergara, 2004) 
 
Igual que el autor anterior, no se contempla en la reflexión del tema la normatividad del derecho 
del consumo pertinente, porque no existía al momento de su publicación, pero aun existiendo 
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continua la fisura al no tener solución del problema aun existiendo contratación imperativamente 
regulada, pues no hay seguridad jurídica ni justicia material para los deudores hipotecarios en 
materia del derecho del consumo. 
 
Ahora bien, una vez planteado los obstáculos para la novedad investigativa, planteamos los 
caminos que existen para conseguir la aplicación del principio de favorabilidad al problema: 
 
La adaptabilidad de la normatividad del derecho del consumo a las relaciones jurídico-
sustanciales que se presentan en los créditos hipotecarios es un punto de partida para poder 
aplicar el principio de favorabilidad del consumidor a las relaciones entre el deudor hipotecario y 
las entidades financieras. Es en el estado de arte en donde apoyamos este camino para la 
adopción de las normas del derecho del consumo. No hay que perder de vista que todos los 
apoyos de recolección de datos en el estado del arte hablan de las posibles clausulas en los 
contratos de adhesión que por excelencia se encuentran en los créditos hipotecarios. Los autores 
citados en el estado del arte abordan el tema de las normas del consumo y su pertinencia en los 
contratos de adhesión. 
 
Igualmente, en la jurisprudencia colombiana respecto de los deudores hipotecarios, se ha 
reconocido los contratos de mutuo comercial con garantía hipotecaria (créditos hipotecarios) 
como contratos de adhesión, en donde existe una parte débil la cual es el deudor hipotecario y 
una parte dominante o en posición dominante el cual es la entidad financiera. Estos 
pronunciamientos de la Corte Constitucional también se constituyen como brechas para la 
aplicación del principio de favorabilidad como novedad de esta investigación. Pues la Cote,  al 
tratar el tema de los créditos hipotecarios como contratos de adhesión está reconociendo la 
pertinente regulación que las normas del consumo otorgan a este tipo de relaciones, normas como 
la ley 1328 de 2009  y las circulares 038 y 039 de 2011 que empezaron a tratar el tema de las 
cláusulas abusivas en los contratos con el sector financiero pero no de manera precisa en los 
contratos de créditos hipotecarios; y la ley 1480 de 2011 sí regula de manera más eficiente y 
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favorable las clausulas abusivas que se presentan en el consumo, sin tampoco regular en concreto 
los abusos que se presentan en los créditos hipotecarios. 
 
La brecha más amplia es fruto de la anterior afirmación de que existen unas normas del derecho 
del consumo que pueden beneficiar al deudor hipotecario. Lo importante es que una de esas 
normas es el régimen especial del consumidor financiero que en principio hay que aplicar al 
deudor hipotecario, pero ¿qué pasa cuando dicha norma se queda corta en regular los derechos de 
los consumidores de créditos hipotecarios? pues para ello existe otra norma la cual es la Ley 1480 
de 2011, pero, esta norma no se aplica en principio al deudor hipotecario pues es el régimen 
general del consumo, algo que deja latente la brecha o camino más importante el cual es ¿cómo 
aplicamos la ley 1480 de 2011 al deudor hipotecario, cuando éste tiene un régimen especial? La 
respuesta es indudablemente el principio de favorabilidad del consumidor (deudor hipotecario). 
Estas son las brechas existentes y por las que transitamos en esta investigación. 
 
8.4. Aplicación de la herramienta metodológica. Las cláusulas abusivas en los 
créditos hipotecarios y su adaptabilidad a la normatividad del consumo. 
 
Las cláusulas abusivas diagnosticadas anteriormente en las escrituras públicas analizadas 
constituyen la justificación de la herramienta metodológica jurídica que es la adaptabilidad de las 
normas del consumo a los créditos hipotecarios. Al darle juricidad a las normas del consumo 
(Ley 1328 de 2009, Circulares Externas 038 y 039 de la Superintendencia Financiera de 
Colombia y la ley 1480 de 2011) como normas pertinentes en el derecho del consumo 
colombiano para la protección del deudor hipotecario como consumidor financiero, se respeta el 
principio de la autonomía de la voluntad privada, pues su finalidad es ni más ni menos que 
proteger los derechos del deudor hipotecario en la fase contractual y pos contractual frente a la 




Es así, como podemos aplicar el derecho del consumo a las clausulas abusivas que están 
presentes en la Situación Socio-jurídica Problémica, para lograr un mecanismo de protección al 
deudor hipotecario de Engativá; Barrio El Cortijo de Bogotá D.C. 
 
Al aplicar las normas del consumo bajo el principio de favorabilidad a las clausulas abusivas de 
los contratos investigados, podemos obtener la protección al deudor hipotecario. A manera de 
ejemplo y con forme a la ley 1480 de 2011 se confrontará una cláusula abusiva de los contratos 
investigados así para poder describir mejor la aplicación de la herramienta metodológica jurídica: 
 
Se presenta esta cláusula abusiva: 
“Que autoriza expresamente a la (…) para imputar cualquier suma de dinero que le llegare a pagar, a 
cualquiera de las obligaciones a su cargo y a favor de la (…); consecuentemente la (…) podrá a su 
exclusiva elección imputar cualquier pago que reciba del HIPOTECANTE a una cualquiera de las 
obligaciones a carga de éste, o varias o a todas (…) 
 
Igualmente, podrá imputar cualquier pago al capital de una o varias de las obligaciones, aunque en ellas 
mismas o en otras, también a su cargo, hubiere intereses devengados y no pagados, sin que ello implique 
que dichos intereses se presuman pagados o condonados. Como consecuencia de lo aquí previsto, no hará 
reclamo alguno a la (…) por la forma en que ésta haya imputado los pagos que le haya efectuado, ya que 
la (…) quedará expresamente facultada para imputarlos en la forma que libremente elija.” 
 
Si se aplica las normas generales de los contratos y la obligaciones a esta cláusula resultaría 
completamente legal, pues fue “fruto de la fuerza vinculante de los contratos” bajo el mandato de 
que los contratos son ley para las partes. Empero, si se adapta las normas del derecho del 
consumo, encontramos dos disposiciones que nos sirven para solucionar si ésta cláusula es o no 
abusiva, las cuales son: 




ARTÍCULO 43. CLÁUSULAS ABUSIVAS INEFICACES DE PLENO DERECHO. Son ineficaces de pleno 
derecho las cláusulas que: 
 
Limiten la responsabilidad del productor o proveedor de las obligaciones que por ley les corresponden; 
 
Impliquen renuncia de los derechos del consumidor que por ley les corresponden; 
 
Ley 1328 de 2009 
CAPITULO V. 
CLÁUSULAS Y PRÁCTICAS ABUSIVAS. 
ARTÍCULO 11. PROHIBICIÓN DE UTILIZACIÓN DE CLÁUSULAS ABUSIVAS EN CONTRATOS. Se 
prohíbe las cláusulas o estipulaciones contractuales que se incorporen en los contratos de adhesión que: 
 
a) Prevean o impliquen limitación o renuncia al ejercicio de los derechos de los consumidores financieros. 
 
Si se observa a la luz del derecho del consumo, la cláusula de imputación de pago al libre 
albedrio de la entidad financiera y haciendo renunciar al deudor hipotecario del derecho de queja 
que la ley misma le otorga, es absolutamente ineficaz de pleno derecho, pues la ley prevé estas 
cláusulas como cláusulas abusivas. 
 
Este ejemplo para describir la herramienta metodológica jurídica también se puede realizar sobre 
las demás cláusulas abusivas diagnosticadas en esta investigación, encontradas en las escrituras 




8.5. Validez de la novedad investigativa. 
 
En primicia, para contextualizar la validez del principio de favorabilidad encaminado hacia la 
protección del consumidor, en la medida en que el estatuto del consumidor (ley 1480 de 2011) le 
sea aplicado a esté, teniendo en cuenta que; en las relaciones banco – deudor hipotecario siempre 
va a haber una parte dominante o una parte fuerte la cual realmente no se ve reflejada al momento 
de realizar el contrato si no que se ve desde una perspectiva externa, la cual se encuentra reflejada 
en el devenir diario de las situaciones. El deudor cuando va a someterse a una relación 
contractual con una entidad financiera lo hace en un principio por que este tiene una necesidad, la 
cual usualmente se ve reflejada en su estructura social y patrimonial. Por su parte, Las entidades 
financieras en Colombia, cuentan con una legislación adecuada por parte del estado, lo cual hace 
posible que estas entidades tengan una especie de control para que sus operaciones sean 
eficientes y eficaces en sus relaciones con sus deudores, siendo esto provechoso para el sistema 
financiero. Pero, al momento de ver a la entidad financiera la cual tiene debida protección por 
parte del estado, al hacer efectivas sus obligaciones frente a sus deudores hipotecarios, entramos 
a ver flagrantemente la desventaja en la cual un consumidor entra a obligarse recíprocamente a 
una relación contractual. Ya que, este consumidor entra a someterse a una relación ya pre 
elaborada por la parte fuerte (entidad financiera). 
  
Ahora bien, el consumidor entra a someterse a la voluntad del banco. Entonces, en un principio 
ya se ha convertido en la parte débil, al haber aceptado las clausulas y las obligaciones que el 
banco a pre dispuesto y que no se ha entrado a negociar de fondo. Algo que por otro lado  afecta 
la autonomía de la voluntad privada, haciendo esta más gravosa la situación del deudor. 
Entonces, partiendo de este punto, entramos a mirar la transcendencia que tiene la normatividad 
colombiana para la protección de una relación que a simple vista ya se ha mostrado asimétrica y 
que de igual forma, ya viene envuelta en consecuencias gravosas para el consumidor sin ningún 
tipo de estímulos por parte de esta relación contractual, y que para las consecuencias a las que el 
deudor deberá afrontar en caso de incumplimiento se ha dado normatividad débil y deficiente 
87 
 
conforme a los principios de favor debilis y favor debitoris los cuales son de suma importancia en 
un ordenamiento jurídico para las relaciones contractuales y mas en una relación que se muestra 
asimétrica desde cualquier punto de vista, siendo esto un factor determinante al momento de 
cobijar a alguna de las partes con una decisión favorable. 
 
Ahora, teniendo en cuenta que la regulación en las relaciones contractuales en este tipo de 
contratos se da a través de La ley 1328 de 2009 siendo esta la normatividad especial,  el estatuto 
del consumidor ley 1480 de 2011 no protege al consumidor en las relaciones contractuales con el 
sistema financiero. Entonces al darle aplicación al principio de favorabilidad, en la cual al deudor 
se le aplique la ley que más lo favorezca, se entra a dar algo de simetría en las relaciones 
contractuales hablando de banco- deudor ya que si bien el banco resulta siendo la parte 
dominante en la relación, el deudor por lo menos tendría una seguridad de ser, no sólo importante 
en esta relación, sino también entraría a tener fuerza al momento de reclamar sus derechos como 
consumidor, los cuales no son tan notorios cuando de relaciones asimétricas se trata. 
 
Así, la aplicación del principio de favorabilidad, para hacer menos gravosa la situación del 
deudor hipotecario hace posible una regulación adecuada, en las relaciones contractuales 
suscritas entre entidad financiera – deudor hipotecario, y de igual forma hace posible entrar a 
nivelar las cargas respecto a obligaciones entre los suscritos en el contrato. Que por otra parte y 
muy importante, da efectividad al principio de favorabilidad en el derecho del consumo y en el 
cual en caso de duda se resuelva a favor de la parte débil, es decir, al deudor hipotecario. 
 
Esta protección de los derechos del consumidor, deben inexorablemente realizarse en la etapa en 
que se suscribe el contrato de crédito hipotecario y en su ejecución. En caso de que existieren 
dudas siempre se pueda aplicar la norma más favorable para el deudor hipotecario o peor aun en 
caso de que existan cláusulas abusivas. A fin de evitar el desequilibrio contractual, en donde se 
pueda llegar a tener un verdadero respeto por la autonomía de la voluntad privada del deudor 




El principio de favorabilidad consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, debe 
aplicarse en los contratos celebrados entre entidades financieras y los deudores hipotecarios. 
Puesto que: En el caso de sucesión de leyes en el tiempo, la aplicación para el deudor hipotecario 
como consumidor financiero de la ley más favorable, como quiera que ese principio constituye y 
brinda una eficacia y equilibrio entre las partes celebrantes de créditos hipotecarios 
 
CAPITULO III. 
9. ORIENTACIÓN METODOLÓGICA PARA LA PROTECCIÓN DE LOS 
DEUDORES HIPOTECARIOS FRENTE A LAS CLÁUSULAS ABUSIVAS. 
 
9.1. Conceptualización del aporte práctico de la investigación 
 
La orientación metodológica es una herramienta que indica cómo se aplicará el principio de 
favorabilidad en la práctica del ejercicio del derecho, pues en ella se establece la manera 
consecuente de aplicar la novedad investigativa. El aporte práctico de esta investigación es la 
CLÁUSULA DE FAVORABILIDAD, con la inclusión de esta clausula a los contratos de 
créditos hipotecarios se adapta inmediatamente las normas del derecho del consumo a dicho 
contrato y se facilita la protección del deudor hipotecario para proteger su autonomía de la 
voluntad privada frente a la parte dominante del contrato que es la entidad financiera. Además, se 
prevé la aplicación de la Ley 1480 de 2011 puesto que es más favorable para el consumidor 







9.2. Triangulación metodológica 
 





 (Ley 1328 de 2009, Ley 1480 de 2011 y 
Circulares Externa 038 y 039) 
Cláusulas abusivas en la escritura pública                 
 
Para aplicar el principio in dubio pro consumidor en las cláusulas abusivas que se presentan en 
las escrituras públicas que protocolizan los créditos hipotecarios, sin transgredir el ordenamiento 
jurídico del derecho del consumo, es necesaria la orientación metodológica como aporte práctico 
de la investigación para el campo del desempeño profesional de los juristas. 
 
La orientación metodológica que se propone es la inclusión al contrato de crédito hipotecario la 
cláusula que contenga el principio in dubio pro consumidor para poder aplicar directamente la 
favorabilidad al deudor hipotecario.  
 
Para que el aporte práctico sea eficaz es evidentemente que tiene que existir intervención por 
parte de la Superintendencia Financiera de Colombia, pues esta entidad es la encargada de 
vigilar, inspeccionar y controlar las actividades que las entidades financieras llevan a cabo, 
particularmente los créditos hipotecarios. Ahora bien ¿cómo se materializa dicha intervención? 
Con la investigación de oficio o a solicitud de parte que haga el consumidor financiero (deudor 




Además, para la solución del problema de investigación, es imprescindible la aplicación del 
principio de favorabilidad para que se le pueda aplicar la ley 1480 de 2011 y no la ley 1328 de 
2009 por ser la primera más favorable en cuanto a las clausulas abusivas contenidas en la 
escritura pública que se analizó del deudor hipotecario de la Localidad de Engativá; Barrio el 
Cortijo de Bogotá D.C. 
CLÁUSULA (…). IN DUBIO PRO CONSUMIDOR: El presente contrato se regirá por las 
normas del consumo, en cualquier caso de duda que se presente en el contrato se resolverá en 
favor del DEUDOR HIPOTECARIO o CONSUMIDOR FINANCIERO, además, en caso de 
duda en la aplicación al presente contrato de la ley especial del consumidor financiero L. 1328 
de 2009 o la ley general del consumidor L. 1480 de 2011 se preferirá la más benéfica para el 
deudor hipotecario. 
La anterior cláusula es sin duda alguna el aporte fáctico que se busca introducir en las relaciones 
jurídicas presentadas entre las entidades financieras y los deudores hipotecarios. Pues es el 
resultado del objetivo de esta investigación, ya que es fruto de la triangulación metodológica 
usada como método para lograr la orientación metodológica enunciada en el objetivo general. 
Así que, aplicando de la anterior manera el principio de favorabilidad en el derecho del consumo 
a los créditos hipotecarios, se lograría una protección al deudor hipotecario, claro, teniendo en 
cuenta que se controlarían de manera más eficiente las cláusulas abusivas y en últimas se daría un 
panacea para evitar la vulneración al principio de la Autonomía de la Voluntad Privada del 
deudor hipotecario, pues ya existirían normas que supletoriamente lo protejan.  
 
10. Validación de los resultados teóricos y prácticos con un experto. 
 
Según la validación de los resultados teóricos y prácticos obtenidos mediante la técnica de 





Conforme a las declaraciones del experto es viable la aplicación del principio de favorabilidad 
por cuanto los principios que rigen en su gran mayoría los contratos entre particulares son: la 
autonomía de la voluntad privada y la libertad contractual. Entonces, el deudor hipotecario se le 
limita en ocasiones la autonomía de la voluntad privada,  porque no tiene otro camino distinto 
que acceder a las exigencias del acreedor, además la tendencia actual en el estado es a regular 
cada vez más los contratos. Se trata de darles mayor regulación y de procurar un equilibrio entre 
las partes.  
 
Desde el punto de vista del experto, explica cómo el banco se cuida para que el deudor cumpla 
con sus obligaciones, pero ese cuidado excede los parámetros de la buena fe, y no teniendo otro 
camino más que aceptar y cumplir los requisitos del acreedor, el deudor se ve violentado en la 
autonomía de su voluntad, así mismo es posible darle aplicación a propuestas que busquen el 
mejoramiento y el equilibrio de las partes, quedando abierta la posibilidad de entrar a regular la 
relación contractual entre deudor hipotecario – entidad financiera por parte del estatuto del 
consumidor a través del principio de favorabilidad para proteger más al deudor hipotecario. 
                                          
Por otra parte, para el experto, la aplicación del principio de favorabilidad en el derecho al 
consumo es supremamente viable y es de suma importancia que se entre a darle aplicación de la 
ley 1480 de 2011 a los consumidores del sector financiero, ya que esta es la forma de hacer un 
equilibrio o menos asimétrica la relación contractual, ya que en primer lugar debe existir una 
legislación adecuada que evite el desequilibrio y como no hay la legislación adecuada, la 
jurisprudencia y las autoridades administrativas juegan un papel muy importante para tratar de 
lograr ese equilibrio que no está respaldado legislativamente. 
 
Por ultimo en la teoría de los contratos de adhesión y de los contratos asimétricos; para el experto 
las personas que otorgan los créditos tienen el poder de subyugar y de limitar la voluntad de los 
deudores, dentro de esto es necesario observar si se pueden o se presentan situaciones grandes de 
desequilibrio en el contrato y cláusulas abusivas a favor de los acreedores dejando la puerta 
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abierta para  que con la entrada de la  ley 1480 de 2011, el actual estatuto del consumidor, se rijan 
de manera favorable al consumidor o al deudor hipotecario las relaciones surgidas con el sistema 
financiero y se le pueda brindar una efectiva protección a los consumidores en todo lo 






















La investigación que antecede analiza características jurídicas que hoy se presentan por el 
consumo masivo de bienes y servicios. En tratándose de los deudores hipotecarios que son 
consumidores financieros por excelencia, fruto de los créditos de vivienda a largo plazo, en 
donde se han visto jurídicamente inestables por la posición dominante de las entidades 
financieras en este tipo de créditos, se busca herramientas jurídicas que garanticen un grado de 
protección en condiciones justas, equitativas y proporcionales a dicho consumidores financieros. 
 
En Colombia recientemente se preocuparon desde el punto de vista legislativo por las relaciones 
asimétricas que se presentaban en todas aquellas personas que consumaban bienes y usaban 
servicios de diferentes sectores de la economía, por ello, en el año 2009, en aras de equilibrar las 
condiciones de los consumidores financieros frente a las entidades financieras, se expidió la Ley 
1328 de 2009 mediante la cual se reguló el régimen especial del consumidor financiero, claro, 
dejando a un lado las cláusulas abusivas en los créditos hipotecarios, pero fue igual un avance, 
más cuando se expidieron las Circulares Externas 038 y 038 de 2011 pero iban dirigidas para 
todas las operaciones de las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia 
y no en específico para los deudores hipotecarios. Posteriormente con la Ley 1480 de 2011 se 
actualizaron las normas del consumidor financiero y allí tampoco se nombro para nada a los 
deudores hipotecarios, pero, si contiene mejores disposiciones de protección que la ley 1328 de 
2009, por eso se aborda el principio de favorabilidad in dubio pro consumidor  a fin de que le sea 
aplicada la ley 1480 de 2011, pese a no existir norma especifica en materia de protección al 
deudor hipotecario.  
 
De esta manera se adaptó la legislación del derecho del consumo a un contrato que rige en 
Colombia por las normas generales de los contratos y las obligaciones y se propuso para la 
comunidad jurídica la orientación metodológica consistente en incluir dentro de los contratos de 
créditos hipotecarios el principio in dubio pro consumidor para de esta manera poder lograr 




Frente a la situación problémica analizada y la validación de los resultados del experto, es viable 
la aplicación del principio de favorabilidad del consumidor para poder dejar sin efecto las 
cláusulas abusivas diagnosticadas en las escrituras públicas analizadas. Esto para proteger los 
derechos del consumidor financiero (deudor hipotecario). 
 
Como corolario, Esta investigación tiene un aporte social de grana envergadura, pues busca 
garantizar los derechos de los deudores hipotecarios y en consecuencia una protección a su 


















Conforme al problema socio-jurídico planteado en esta investigación y en busca de alternativas 
de solución al mismo, se recomienda tomar medidas tales como: 
Un desarrollo legislativo más concreto en la protección de los deudores hipotecarios, puesto que 
esta legislación carece en Colombia, es por ello que toca acudir a criterios hermenéuticos para 
ajustar la deficiente legislación existente sobre el objeto de investigación a parámetros jurídicos 
que permitan la protección de los deudores hipotecarios. En esta intervención del legislador, éste 
debe prever las diferentes cláusulas abusivas que se presentan en los créditos hipotecarios. 
Una verdadera política pública que tienda a reducir y controlar las cláusulas abusivas que afectan 
a los deudores hipotecarios en las relaciones jurídicas que tienen con las entidades financieras. 
Una actualización legislativa en materia de la hipoteca abierta sin límite de cuantía, pues esta es 
fuente de una serie de cláusulas abusivas en los créditos hipotecarios. 
Capacitación a los Jueces y funcionarios que ejerzan funciones jurisdiccionales en Colombia en 
materia de normas, mecanismos, principios y derechos que protegen al consumidor. 
Profundizar en la inspección y vigilancia de los créditos hipotecarios, no sólo de las 
reliquidaciones de los mismos, por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia y ejercer 
la potestad sancionadora cuando sea necesario para proteger al deudor hipotecario y sancionar las 
prácticas abusivas de las entidades financieras realizadas en los créditos hipotecarios. 
Que las autoridades competentes, fomenten y hagan cumplir los programas, proyectos y normas 
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